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Este documento analiza la viabilidad de una asociación público privada para 
el desarrollo de la infraestructura de gestión cultural. Para la estructuración de 
la misma se estudia el concepto de cultura, gestión cultural y la estructura 
vigente a nivel nacional y distrital, así como experiencias en este sector a nivel 
nacional e internacional. Como también se realiza un estudio de éstas 
asociaciones, revisando su concepto, características, modalidades y 
legislación. Una vez planteadas las particularidades, se expone una reflexión 
acerca de la viabilidad de configuración de una asociación público privada para 
la generación de la infraestructura en materia de gestión cultural. Concluyendo 
con la estructuración de una propuesta para el Distrito Capital.  
 







El camino avasallante de la tecnología ha promovido cambios increíbles en la 
forma de vida de las personas. Con la llegada de los electrodomésticos o las 
herramientas computacionales las necesidades humanas básicas alrededor 
de la sobrevivencia se han dado por solucionadas en gran parte del globo. El 
asumir las nuevas condiciones de vidas humanas ha traído desafíos propios 
de un mundo en donde el tiempo ya no se gasta cazando, lavando la ropa o 
yendo a bibliotecas a buscar las soluciones a las tareas del colegio.  
 
En este nuevo mundo, donde pensar o disfrutar son tareas que pueden 
llevarse a cabo sin desafiar la supervivencia, las personas demandan 
necesidades, que, sin ser nuevas, han tomado una importante preponderancia 
como la cultura. 
 
La cultura es un rasgo humano por excelencia, que algunos han calificado 
como una segunda naturaleza (Rodríguez Donís 2011). Este fenómeno ha 
sido inherentemente humano ya que nace del mismísimo lenguaje, y aunque 
está presente en cada acción social humana, tendemos a vislumbrarlo más 
cuando remarca conductas o comportamientos tradicionales de la identidad 
que asume cada grupo poblacional. Cada asociación humana significativa 
tiende a crear nuevas y variadas formas de expresarse por medio de la música, 
la pintura, el baile, la escritura, etc. Si bien, en un primer momento, estas 
acciones humanas tendieron a ser para el disfrute y recreación de las 
comunidades, la creciente complejidad de las creaciones artísticas y culturales 




La sociedad actual demanda varios tipos de consumo, y entre éstos el 
consumo cultural parece tener el mismo peso que comer o tener un techo 
donde vivir. Los Estados que entrevén estas nuevas necesidades de las 
personas han tenido que implementar políticas interesadas en incentivar la 
creación y el consumo cultural. Sin embargo, la volatibilidad intrínseca de un 
mercado que se mueve de forma tan escurridiza como el gusto, conlleva 
múltiples riesgos que a veces el Estado mismo no puede aceptar. Por 
consiguiente, las entidades estatales han propendido por apoyarse en el sector 
privado para compartir el riesgo, pero también captar de una manera más 
aguda las necesidades culturales de la gente. 
 
En medio de esta unión entre el sector público (representado por el Estado) y 
el privado, las Asociaciones Público-Privadas (APP) parecen el mecanismo 
ideal para llevar a cabo de la manera más eficiente posible esta unión 
armoniosa que permita el desarrollo mutuo. Desde las últimas etapas del siglo 
XX, y con el crecimiento exponencial y global que ha tenido el sector privado, 
se ideó las APP como el tipo de asociación preferible para principalmente 
mitigar el riesgo del Estado y afinar sus políticas y para el caso en concreto las 
culturales; pero, a su vez, unir esfuerzos con el sector privado para que los 
particulares inviertan con mayor confianza en el sector cultural, y puedan 
obtener también réditos económicos en un campo del consumo que tiende a 
producir utilidades a largo plazo. 
 
La principal motivación de este trabajo es demostrar cómo instrumentos 
administrativos y jurídicos, que han demostrado su eficacia, como las APP, 
pueden servir para expandir y profundizar la gestión cultural que actualmente 
tiene el país. Lo anterior, ya que el “know how” y el “good will” que aporta el 
privado en esta relación, permite una mejor presentación, aprovechamiento, 
explotación y divulgación de proyectos para el desarrollo del derecho a la 
cultura.  
xii 
Siendo Colombia un país que busca resaltar internacionalmente por sus 
creaciones artísticas y, por ende, culturales, la implementación de una APP en 
materia de infraestructura para la cultura permitiría repotenciar la relación del 
sector privado, el gobierno y el ciudadano. En ese sentido, el nuevo gobierno 
en su Plan Nacional de Desarrollo presenta dentro de sus líneas transversales 
el “Pacto por la protección y promoción de nuestra cultura y desarrollo de la 
economía naranja” (Ley 1955 de 2019), el cual de la mano con la propuesta 
que se presenta en el presente trabajo, puede ser una forma de ampliar la 
oferta de gestión cultural con inversiones del sector público y privado que 
permitan un desarrollo de los derechos culturales de la mano con los 
ciudadanos, teniendo como base que, según datos de la Encuesta de 
Consumo Cultural (ECC) en 2016, solo el 7.7 % de la población nacional asistió 
a cursos o talleres en áreas culturales (Ministerio de Cultura, 2018)  
 
Para llevar a buen término esta tarea, el trabajo está dividido en tres partes: 1) 
la primera está enfocada en explicar qué es cultura y gestión cultural, 
mencionar ejemplos internacionales que se han desarrollado en esta materia, 
y cómo se ha implementado en el país hasta ahora; 2) en la segunda parte, se 
plantea la historia e implementación de las APP, demostrando con ejemplos 
cómo su implementación en la gestión cultural no es solo posible, sino también 
necesaria para el sector; 3) y, finalmente, en la última parte, se mostrarán 
ejemplos actuales de la gestión cultural a través de APP y se propondrá una 
APP para el desarrollo de la gestión cultural para el Distrito Capital. 
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En este capítulo se abordan distintas definiciones de cultura a partir de los 
aportes realizados por teóricos e instituciones que han cimentado su labor en 
la difusión de la misma en escenarios diversos. Adicionalmente, se presenta 
la revisión de la normatividad, doctrina y jurisprudencia que se ocupa de 
orientar el quehacer cultural en el contexto colombiano de acuerdo con la Ley 
General de Cultura y con los lineamientos establecidos por el Ministerio de 
Cultura como órgano rector de esta área en concordancia con el nivel distrital.  
 
Posterior a la identificación de la base jurídica que encausa el quehacer 
cultural en Colombia, se indican algunos antecedentes de esta labor, la forma 
cómo se ha realizado y las transformaciones y avances que ha requerido el 
ejercicio de la gestión cultural, como una reciente disciplina teórica y como una 
herramienta mediante la cual se aplican las políticas culturales tanto públicas 
como privadas.  
 
Para lo anterior, se reseñan dos experiencias de gestión cultural en Sur 
América y Europa, las cuales otorgan una mayor comprensión de este modelo 
de trabajo cultural. De igual manera, se presenta una propuesta de gestión 
cultural en el territorio colombiano, la cual ha sobresalido por el vínculo que ha 
logrado entre los entes públicos territoriales y locales, junto con el sector 
privado.  
 
1.1 ¿QUÉ ES CULTURA? 
 
En primer lugar, se debe definir qué es cultura y por qué razón requiere un 
carácter legal que propenda su promoción. En ese sentido, a lo largo del 
2 
tiempo se han formulado distintas definiciones de la misma, en todo caso, 
muchas de estas hacen referencia a la amplitud e inclusión que comprende 
las expresiones de la existencia humana pues puede abarcar una gran esfera. 
Según la Declaración Universal sobre Diversidad Cultural (UNESCO, 2002) la 
cultura:  
 
Debe ser considerada como el conjunto de los rasgos distintivos 
espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una 
sociedad o a un grupo social y que abarca, además de las artes y las 
letras, los modos de vida, las maneras de vivir juntos, los sistemas de 
valores, las tradiciones y las creencias. (p. 67).  
 
En ese mismo orden de ideas, la cultura también "abarca los valores, las 
creencias, las convicciones, los idiomas, los saberes y las artes, las 
tradiciones, instituciones y modos de vida por medio de los cuales una persona 
o un grupo expresa su humanidad y los significados que da a su existencia y 
a su desarrollo" (UNESCO, 2007. p. 5).  
 
Es así como la Recomendación relativa a la participación y la contribución de 
las masas populares en la vida cultural, Recomendación de Nairobi (UNESCO, 
1976) considera que:  
 
Por su propia naturaleza, la cultura es un fenómeno social, el resultado de 
la creación común de los hombres y de la acción que ejercen unos sobre 
otros (…), que no se limita al acceso a las obras de arte y a las 
humanidades, sino que es a la vez la adquisición de conocimientos, 
exigencia de un modo de vida y necesidad de comunicación. (p. 150). 
 
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales estableció en el 
2009 que el concepto de cultura es un proceso interactivo mediante el cual los 
individuos y comunidades mantienen sus particularidades y fines que dan 
expresión a la cultura de la humanidad. 
 
Por otra parte, la Honorable Corte Constitucional estableció en sentencia de 
C.671 de1999 que:  
3 
3.1. Como se sabe, uno de los aspectos novedosos de la Constitución de 
1991, fue el de consagrar entre los derechos fundamentales el de "acceso 
a la cultura de todos los colombianos en igualdad de oportunidades", 
(artículo 70), norma ésta en la cual, además, en forma precisa y de 
manera indiscutible, expresó el constituyente que "la cultura en sus 
diversas manifestaciones es fundamento de la nacionalidad" por eso a 
continuación la Constitución Política le ordena a las autoridades del 
Estado promover "la investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de 
los valores culturales de la Nación". Es decir, en adelante y a partir de la 
Constitución de 1991, la cultura no es asunto secundario, ni puede 
constituir un privilegio del que disfruten solamente algunos colombianos, 
sino que ella ha de extenderse a todos, bajo el entendido de que por 
constituir uno de los fundamentos de la nacionalidad su promoción, 
desarrollo y difusión es asunto que ha de gozar de la especial atención 
del Estado. 
 
3.2. Por ello, el artículo 71 de la Constitución, ordena, con absoluta 
claridad y de manera perentoria, que en los planes de desarrollo 
económico y social se incluya "el fomento a las ciencias y, en general, a 
la cultura" con la creación de incentivos para las personas e instituciones 
que "desarrollen y fomenten" la ciencia, la tecnología y las demás 
manifestaciones culturales. 
 
Así las cosas, encontramos que luego del reconocimiento a las múltiples 
expresiones de los seres humanos y sus características en el ámbito de la 
cultura, el artículo 2 de la Declaración Universal sobre Diversidad Cultural 
(UNESCO, 2002) insta a: Garantizar una interacción armoniosa y una voluntad 
de convivir de personas y grupos con identidades culturales a un tiempo 
plurales, variadas y dinámicas. Las políticas que favorecen la integración y la 
participación de todos los ciudadanos garantizan la cohesión social, la vitalidad 
de la sociedad civil y la paz. (p.10).  
 
Por lo anterior y dando cumplimiento a dicha declaración, El Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales en la Observación General N°21 
del 2009: Derecho de toda persona a participar en la vida cultural (artículo 15 
párrafo 1 a), otorgó orientaciones importantes a los Estados con respecto a 
sus obligaciones de respetar, proteger y garantizar el derecho a participar en 
la vida cultural; lo anterior, bajo el entendido que el derecho de cultura hace 
parte integral de los derechos humanos y por tanto los estados deben tener un 
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rol garantista, para lo cual indicó las siguientes cinco características esenciales 
e interrelacionadas al respecto1:  
 
a) La disponibilidad: es la presencia de bienes y servicios culturales que 
todo el mundo pueda disfrutar y aprovechar, en particular bibliotecas, 
museos, teatros, salas de cine y estadios deportivos; la literatura, 
incluido el folclor, y las artes en todas sus manifestaciones; espacios 
abiertos compartidos esenciales para la interacción cultural, como 
parques, plazas, avenidas y calles; dones de la naturaleza como 
mares, lagos, ríos, montañas, bosques y reservas naturales, en 
particular su flora y su fauna, que dan a los países su carácter y su 
biodiversidad; bienes culturales intangibles, como lenguas, 
costumbres, tradiciones, creencias, conocimientos e historia, así 
como valores, que configuran la identidad y contribuyen a la 
diversidad cultural de individuos y comunidades. De todos los bienes 
culturales, tiene especial valor la productiva relación intercultural que 
se establece cuando diversos grupos, minorías y comunidades 
pueden compartir libremente el mismo territorio (Apartado a). 
 
b)  La accesibilidad consiste en disponer de oportunidades efectivas y 
concretas de que los individuos y las comunidades disfruten 
plenamente de una cultura que esté al alcance físico y financiero de 
todos, en las zonas urbanas y en las rurales, sin discriminación. Es 
fundamental a este respecto dar y facilitar a las personas mayores, 
personas con discapacidad y a quienes viven en la pobreza acceso a 
esa cultura. Comprende también el derecho de toda persona a 
buscar, recibir y compartir información sobre todas las 
manifestaciones de la cultura en el idioma de su elección, así como 
el acceso de las comunidades a los medios de expresión y difusión. 
(Apartado b). 
 
c)  La aceptabilidad implica que las leyes, políticas, estrategias, 
programas y medidas adoptadas por el Estado parte para el disfrute 
de los derechos culturales deben formularse y aplicarse de tal forma 
que sean aceptables para las personas y las comunidades de que se 
trate. A este respecto, se deben celebrar consultas con esas 
personas y comunidades para que las medidas destinadas a proteger 
la diversidad cultural les sean aceptables. (Apartado c). 
 
d)  La adaptabilidad se refiere a la flexibilidad y la pertinencia de las 
políticas, los programas y las medidas adoptados por el Estado parte 
                                                          
1 Estas características se citan en el presente capítulo para tenerse como referencia y pilares para la 
APP que se proponen, pues como se verá en el capítulo tercero, con las propuestas de APP para la 
gestión cultural objeto del presente trabajo, se daría desarrollo y aplicación de las mismas por parte del 
Distrito. 
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en cualquier ámbito de la vida cultural, que deben respetar la 
diversidad cultural de las personas y las comunidades. (Apartado d). 
 
e) La idoneidad se refiere a la realización de un determinado derecho 
humano de manera apta a un determinado contexto o una 
determinada modalidad cultural, vale decir, de manera que respete la 
cultura y los derechos culturales de las personas y las comunidades, 
con inclusión de las minorías y de los pueblos indígenas. El Comité 
se ha referido en muchas ocasiones al concepto de idoneidad cultural 
(o bien aceptabilidad o adecuación cultural) en anteriores 
observaciones generales, particularmente en relación con los 
derechos a la alimentación, la salud, el agua, la vivienda y la 
educación. La forma en que se llevan a la práctica los derechos puede 
repercutir también en la vida y la diversidad cultural. El Comité desea 
recalcar a este respecto la necesidad de tener en cuenta, en toda la 
medida de lo posible, los valores culturales asociados, entre otras 
cosas, con los alimentos y su consumo, la utilización del agua, la 
forma en que se prestan los servicios de salud y educación, y la forma 
en que se diseña y construye la vivienda. (Apartado e).  
 
De lo anterior se puede colegir que, la cultura es un aspecto que ha 
evolucionado con el mismo desarrollo de los seres humanos y su definición se 
enmarca en la descripción de los componentes que unidos pueden llegar a 
definir la cultura. Por tanto somos nosotros con nuestro desarrollo, como 
individuos en una sociedad, los que vamos moldeando y encontrando a lo 
largo de la historia, nuevas maneras de dar un nuevo significado tanto a la 
comunicación, las expresiones, su esencia y manifestaciones de vida misma 
las cuales influyen en el concepto mismo de cultura.  
 
Es precisamente en ese entorno cambiante en el que se debe generar una 
regulación legal que permita el goce pleno del derecho de los seres humanos 
en el aspecto cultural, así como las distintas maneras de su preservación, 
conservación y desarrollo. 
 
1.1.1 La estructura para la cultura en Colombia y las políticas culturales.  
En el caso colombiano, el país adoptó la Ley 74 de 1968 , mediante la cual 
aprobó los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, de Derechos Civiles y Políticos, así como el Protocolo Facultativo 
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de este último, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 
1966. Como gran resultado de esta disposición es creado el Instituto 
Colombiano de Cultura en 19682. 
 
Sin embargo, en el año de 1991 tras el ambiente de renovación y cambios que 
trajo la Constituyente, el Capítulo 2 de la recién creada (Constitución Política 
de Colombia de 1991, s/f), menciona los Derechos Sociales, Económicos y 
Culturales denominados DESC y según el artículo 70, la cultura es 
“fundamento de la nación, de manera que el estado tendrá el deber de 
promover y fomentar el acceso a la cultura en igualdad de oportunidades a 
todos los colombianos”. Así mismo, se dice que “El Estado creará incentivos 
para personas e instituciones que desarrollen y fomenten la ciencia y la 
tecnología y las demás manifestaciones culturales y ofrecerá estímulos 
especiales a personas e instituciones que ejerzan estas actividades” (1991. 
Art 71).  
 
Posteriormente, dando cumplimiento a la Constitución Política y tras la 
demanda de nuevos avances en el aspecto cultural, mediante la Ley 397 de 
1997-Ley General de Cultura- se dictaron normas sobre fomentos, estímulos 
a la cultura y otras disposiciones concordantes, y se facultó la formulación del 
Plan Nacional de Cultura y la transformación del Instituto Colombiano de 
Cultura en un Ministerio encargado de este tema. A partir de este momento, el 
país inicia un camino en el entendimiento de la cultura en todas sus 
dimensiones. 
 
El Plan Nacional de Cultura se convirtió en una formulación de políticas que, 
desde un marco general, convocan a la participación de diferentes propuestas 
                                                          
2 Instituto Colombiano de Cultura-Colcultura (1968-1997). El Instituto Colombiano de Cultura (Colcultura), 
adscrito al Ministerio de Educación Nacional, nació por Decreto del Gobierno nacional en 1968; en 1997, 
Colcultura se liquida y se crea el Ministerio de Cultura de Colombia. El poeta colombiano Jorge Rojas 
fue su primer director hasta 1974, cuando este cargo pasa a manos de Gloria Zea, hasta 1982. Su función 
principal era «el fomento de las artes y las letras, el cultivo del folclor nacional, el estímulo de bibliotecas, 
museos y centros culturales y la divulgación de la cultura nacional» (Decreto 3.154. Diciembre 26 de 
1968) (Marín Colorado, Paula Andrea (2018). 
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culturales con miras a la construcción colectiva de un proyecto plural y 
democrático. En este sentido, el Plan propone mecanismos para que, desde 
diferentes ámbitos y contextos, grupos, individuos, movimientos e 
instituciones, definan sus propuestas, tengan presencia en espacios públicos 
y permitan los conocimientos y reconocimientos mutuos que las políticas 
culturales deben ser capaces de propiciar. 
 
Si bien, la humanidad a lo largo de su historia ha ideado las maneras de 
entender y dar manejo a las manifestaciones culturales, la evolución de las 
culturas y de las personas han demandado el diseño de políticas culturales 
que faciliten la gestión pública mediante la dirección del Estado y el diálogo 
con entidades privadas y la sociedad civil. Por lo anterior, es necesario 
establecer que las políticas culturales son: 
 
Las intervenciones realizadas por el Estado, las instituciones civiles y los 
grupos comunitarios organizados a fin de orientar el desarrollo simbólico, 
satisfacer las necesidades culturales de la población y obtener consenso 
para un tipo de orden o transformación social (García, Bonfil, y Jean, 
1987). 
 
De otro modo, en la Conferencia mundial sobre políticas culturales celebrada 
en México se definió que estas son: 
 
Principios, prácticas y presupuestos que sirven de base para la 
intervención del poder estatal en la actividad cultural, radicada en su 
jurisdicción territorial, con el objeto de satisfacer las necesidades sociales 
de la población, en cualquiera de los sectores culturales. (UNESCO, 1982. 
p. 43).  
 
Las políticas culturales resultan del análisis de prácticas extendidas a lo largo 
del planeta, sin embargo, es necesario reflexionar el ejercicio en el territorio 
nacional. Por esta razón, el Ministerio de Cultura (2010) en el Compendio de 
Políticas Culturales creó una definición propia que ha permitido discutir y 
validar las políticas culturales nacionales vigentes indicando que:  
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Las políticas culturales son las grandes definiciones que asume el país 
para orientar los procesos y acciones en el campo cultural, mediante la 
concertación y la activa participación del Estado, las entidades privadas, 
las organizaciones de la sociedad civil y los grupos comunitarios, para de 
esta manera responder con creatividad a los requerimientos culturales de 
la sociedad. (Ministerio de Cultura, p.32). 
 
En este sentido, también identificó algunos rasgos generales de las políticas 
culturales, de las cuales se resaltan que:  
 
a) Atienden a diferentes campos o ámbitos de la cultura: Hay una 
coincidencia entre la arquitectura institucional cultural y la definición 
de políticas culturales, que deben responder a procesos, de mediano 
y largo plazo, que apoyen su sostenibilidad y, a la vez, el 
fortalecimiento de lo público. los campos se modifican y sus 
comprensiones cambian mientras que surgen otros. (Apartado 1). 
 
b) Son integrales: Se interrelacionan con políticas públicas de otros 
sectores de la sociedad (…) El diálogo, los consensos y las acciones 
comunes con las políticas económicas, medioambientales, de 
protección o de convivencia social, enriquecen las políticas culturales. 
(Apartado 2). 
 
c) Combinan lo general con lo diferencial: Debe observarse desde un 
enfoque de una consideración justa y documentada de la 
participación de sectores específicos de la sociedad, en ellas se 
expresa también la defensa y promoción de los valores que 
conciernen a todas las comunidades étnicas, y dentro de ellas a las 
que están en una situación particular de riesgo, de vulneración de sus 
derechos o de desprotección. (Apartado 3). 
 
d) Son públicas: No son políticas únicamente estatales, en esta 
condición se reconsidera el papel de los Estados, de la sociedad civil 
y de la empresa privada (...) La necesidad de participación amplia de 
la sociedad en el diseño, la promoción, ejecución y evaluación de las 
políticas culturales lo corrobora (…) El Estado es un garante de la 
participación simétrica de la sociedad en el diseño de las políticas, 
como también en su aplicación y ejecución (…) (Apartado 4). 
 
e) Buscan la descentralización y las autonomías regionales y locales: El 
Sistema Nacional de Cultura es la estructura organizativa y formal a 
través de la cual fluyen, hacia arriba y hacia abajo, las políticas 
culturales. No es, en efecto, el único canal de construcción y 
circulación de las políticas, se incorporan las secretarías 
departamentales de cultura, las secretarías y otras instancias 
culturales locales, las casas de la cultura, el Consejo Nacional de 
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Cultura, los consejos sectoriales y territoriales, así como otras 
instituciones culturales. (Apartado 5). 
 
f) Se construyen y se ejecutan participativamente (desde abajo): Las 
políticas culturales cuentan con liderazgos que suelen estar en el 
Estado, en sectores de la sociedad, en grupos de interés o en otros 
centros de expresión y poder, pero finalmente tienen una incidencia 
en la ciudadanía en temas tan cruciales como el pluralismo, la 
diversidad, las identidades, la interculturalidad o las posibilidades de 
expresión y creación individual y grupal. (Apartado 6). 
 
g) Combinan antecedentes, contexto, conceptualización, objetivos, 
líneas de acción, actores y criterios de evaluación. Los antecedentes 
son los pasos que se han dado en el campo específico de la política, 
los precedentes construidos socialmente en él; el contexto es una 
descripción detallada y analítica de la situación del tema; la 
conceptualización condensa la comprensión temática y normativa 
que fundamenta la política, y los objetivos determinan con la mayor 
precisión posible aquello que propone la política. Los lineamientos de 
la política son los grandes ejes de acción, que a su vez se realizan en 
las acciones concretas que permitirán alcanzar los objetivos y realizar 
los lineamientos de las políticas. Los actores son sujetos, grupos e 
instituciones que participan en el diseño, la ejecución y la evaluación 
de las políticas, mientras que los resultados esperados son los logros 
(cuantitativos y cualitativos) que se esperan obtener. (Apartado 7). 
 
Ahora bien, las políticas culturales se dividen o pueden ser: sectoriales, 
transversales y territoriales. Entendiéndose por las primeras, aquellas que 
definen lineamientos en áreas específicas de la cultura, como las artes, el 
patrimonio, la comunicación o la cooperación cultural. En el mismo sentido, las 
políticas transversales son grandes definiciones culturales para la acción, que 
atraviesan las diversas políticas sectoriales y que suelen formar parte de la 
gestión de las diferentes áreas institucionales, como por ejemplo, las políticas 
de memoria, de creación, de regionalización o de organización. Finalmente, 
las políticas territoriales son aquellas que responden a realidades, procesos y 
requerimientos de territorios específicos, generalmente de regiones culturales, 
en las que se concretan las políticas sectoriales, apropiadas regionalmente. 
(p.37). 
 
Anteriormente, la gestión formal y organizada del proceso cultural en Colombia 
fue característica de estos escenarios, de manera que la comprensión y 
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gestión de la cultura fue relativamente homogénea. Sin embargo, las políticas 
culturales son propuestas flexibles, las cuales pretenden dar respuestas 
creativas a las demandas culturales de la sociedad. Es por ello, en la 
actualidad, el Ministerio de Cultura procura abordar políticas que comprendan 
nuevos campos de la cultura de la manera más participativa posible. Con este 
fin, habitualmente se convoca a los expertos y las organizaciones más 
cercanas al tema, para que intervengan en la reflexión y la determinación de 
la política. De esta manera la evolución de la concepción de la cultura en este 
país ha mutado lo suficiente para modificar los modos de practicar gestión 
cultural.  
 
En línea con lo anterior, a nivel distrital se cuenta con el sector Cultura, 
Recreación y Deporte en cabeza de la trasformada3 Secretaría Distrital de 
Cultura y Deporte, la cual, de conformidad con el Acuerdo 257 de 2006 tiene 
como naturaleza y objetivo orientar y liderar la formulación concertada de 
políticas, planes y programas en los campos cultural, patrimonial, recreativo y 
deportivo en el Distrito Capital en coordinación con la Secretaría Distrital de 
Planeación y con la participación de las entidades a ella adscritas y vinculadas 
y la sociedad civil.  
 
En ese orden de ideas como función básica, la Secretaría de Cultura, 
Recreación y Deporte tiene que coordinar la ejecución de las políticas, planes 
y programas en los campos cultural, patrimonial, recreativo y del deporte que 
desarrollen las entidades adscritas y vinculadas y las localidades; promover e 
impulsar estrategias que garanticen el desarrollo del arte y estímulos para los 
artistas así como impulsar estrategias para garantizar el desarrollo de 
expresiones artísticas que interpreten la diversidad cultural de los habitantes 
del Distrito Capital. 
 
                                                          
3 El citado acuerdo transformó el Instituto Distrital de Cultura y Turismo en la Secretaría Distrital de 
Cultura, Recreación y Deporte.  
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Así las cosas, la articulación entre las instituciones encargadas del desarrollo 
y promoción cultural, implica un trabajo armonioso de las políticas públicas 
culturales que cada gobierno, ya sea nacional, departamental o local propone 
para su periodo. Sin embargo, lo vital en cada uno es el poder fortalecer el 
desarrollo de la cultura como derecho humano de identidad propia del pueblo 
Colombiano, lo cual se puede lograr con un proyecto que genere permanencia, 
arraigo y que trascienda los periodos de gobernanza.  
 
En línea con lo anterior, se encuentra, respecto a los recursos asignados, un 
inconveniente. Esto es que el presupuesto destinado para ello tiende a ser 
bajo y a no jugar un papel preponderante en la asignación. En ese sentido el 
Ministerio de Cultura (2010), indicó que los recursos de transferencias que 
llegan directamente a las regiones (departamentos, distritos y municipios del 
país) están fundamentados en la Ley de Transferencias Nacionales que 
establece, en su Artículo 76, que cada municipio debe destinar al sector 
cultural 3% de lo que obtiene por medio del Sistema General de Transferencias 
de los ingresos corrientes de la nación y que además faculta a los municipios 
para apoyar la construcción, dotación, sostenimiento y mantenimiento de la 
infraestructura cultural del municipio y su apropiación creativa por parte de las 
comunidades, y proteger el patrimonio cultural en sus distintas expresiones y 
su adecuada incorporación al crecimiento económico y a los procesos de 
construcción ciudadana. 
 
Para la asignación presupuestal a nivel distrital se establece que, con cada 
Plan Distrital de Desarrollo se instauran lineamientos en los cuales, de 
conformidad con los pilares, metas y objetivos, se determina el porcentaje de 
inversión para cada sector. Dichos lineamientos son el marco normativo para 
la creación de los planes de locales de desarrollo que a su vez pretenden a su 
nivel y guiados con el plan de desarrollo distrital, formar a nivel local 
estrategias, actividades y proyectos en pro de la gestión cultural.  
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A manera de referencia de lo anterior y teniendo en cuenta que la propuesta 
de APP a desarrollar con el presente trabajo está planteada para el Distrito, 
encontramos, para evitar duplicidad en la inversión, que el distrito realiza en lo 
local y el sector central una distribución diferente ya que cada administración 
expide directrices para definir el porcentaje máximo de inversión en el 
cuatreño. 
 
En “Bogotá Mejor para Todos” el porcentaje que se podría invertir en los planes 
de desarrollo local para el pilar de construcción de comunidad, el cual incluía 
el tema de cultura, se determinaba en máximo de 15% de los recursos 
designados, pero a su vez este se compartía con cuatro pilares más, por tanto 
cada Alcalde Local asigna el presupuesto conforme a su plan de desarrollo 
local y las ideas de fortalecimiento que desean. 
 
Imagen 1. Línea de Inversión 2017-2020 (15%) 
Fuente: Alcaldía Mayor de Bogotá, (Directiva 005, 2016). 
 
Ahora bien, en “Bogotá Humana” el porcentaje máximo que se destinaría para 
otros temas, que no fueran malla vial local, se estableció en 60%. Sin embargo, 
dicho porcentaje debía ser repartido entre siete líneas incluida: Fomentar 
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procesos de cultura, recreación y deporte, con prioridad en aquellos en 
condiciones de vulnerabilidad.  
 
Es por esto, que las APP pueden ser una solución para poder superar el 
inconveniente expuesto, pues la posibilidad y necesidad de asignación de 
recursos en las APP, en caso de necesitar aportes del Estado4, permite la 
destinación de vigencias futuras.  
 
Imagen 2. Aplicación en los demás sectores del Plan (60%) 
Fuente. Alcaldía Mayor de Bogotá, (Directiva 005, 2012). 
 
                                                          
4 Más adelante se ahonda en los tipos de APP, indicando los diferentes categorías las cuales se pueden 
clasificar según de la necesidad o no de la inversión de recursos públicos.  
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1.1.2 La Gestión Cultural (GC) 
En la segunda mitad de los años ochenta tanto en instituciones estatales como 
en grupos comunitarios surgió la noción de Gestión Cultural (en adelante GC), 
la cual se ha entendido como “la labor ejercida por animadores y promotores 
culturales, administradores y gerentes o trabajadores culturales” (De Zubiría, 
Abello, y Tabares, 1998) probablemente, estas denominaciones son 
exclusivas del contexto Iberoamericano ya que términos como mediadores 
culturales, ingenieros o científicos culturales, han sido característicos de otras 
latitudes.  
 
Toda vez que las políticas culturales han tenido transformaciones en el 
desarrollo de su administración y promoción, es necesario indagar acerca del 
concepto de GC pues se ha convertido en la idea que moviliza la atención de 
asuntos culturales. Según la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura UNESCO (1998):  
 
La gestión cultural abarca el conjunto de saberes y de prácticas de gestión 
en los ámbitos de las artes y la cultura. En tanto la gestión refleja un 
corpus de teorías, de conocimientos y de métodos prestados de la 
economía, de las humanidades, de las ciencias sociales, del marketing, 
de las ciencias de la administración, de las finanzas, etc. La especificidad 
de la gestión cultural, en el sentido más amplio, remite a la especificidad 
de un campo (o de un sistema de actividades) y de productos (materiales 
e inmateriales) así como servicios que no son mercancías o servicios 
como los demás.  
 
De la misma manera, desde una perspectiva teórica: 
 
Gestión o gestionar es administrar alguno o varios planos de la necesidad: 
por un lado, una lógica percepción de conocimiento que sucede en cada 
manifestación de lo que intuimos como cultura, pero también la atribución 
de valor “actual” a la manifestación misma, así como una identificación de 
su provecho para la vida social y política. Se da en la gestión también la 
comprobación de una viabilidad material, económica, fáctica, y una 
operatividad comunicacional del hecho cultural; y, en fin, se administra 
además la capacidad de hacer concreto el programa, el evento, la 
actuación de turno. (Pedro Vives, 2014). 
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Con el fin de problematizar el carácter empresarial que ha adquirido el término 
y entendiéndolo dentro de su complejidad, (Martinell, 2001) identificó algunas 
de las características que adquiere la gestión, indicado que éstos son: 
 
1. Conducir los asuntos de alguien y ejercer autoridad sobre una 
organización. 
2. Gestionar, significa, utilizar el conocimiento como mecanismos de 
mejora continua. 
3. Gestionar no se centra en la jerarquía sino a la capacidad de promover 
innovación sistemática del saber y su aplicación a la producción o el 
resultado. 
4.  En la gestión, la responsabilidad es más privada e individual. 
5. Gestionar, reclama más autonomía a cambio de auto – 
responsabilización de los resultados. 
6. El derecho a dirigir y el deber a rendir cuentas. 
 
Estas propiedades distan de la rutina de la administración y mantenimiento de 
la cultura, razón por la cual, la gestión se aproxima mucho más al concepto de 
política, es decir que requiere de objetivos, diseño de proyectos y 
metodologías de acción para la práctica cultural. Lo cual para el presente 
trabajo y propuesta de APP determina un camino claro de la utilización de esta 
figura para la mejor explotación y desarrollo del derecho de cultura lo cual se 
desarrollará más adelante.  
 
La gestión sugiere alternativas e innovación entendiendo el contexto y 
prestando especial atención al exterior. En el ámbito cultural, gestionar 
significa “comprensión, análisis y respeto de los procesos sociales en los 
cuales la cultura mantiene sinergias importantes” (Martinell, 2001). De igual 
manera, en la gestión se han de establecer referentes característicos de esta 
labor, los cuales se adaptarán a sus particularidades y encontrarán la forma 




Sin embargo, la noción de gestión trajo consigo la necesidad de organizar y 
formalizar la actividad cultural con algunos criterios empresariales. En 
Latinoamérica, ciertos países adoptaron otras denominaciones como Agentes 
Culturales, Tejedores o Actores y determinaron su propia concepción de la 
práctica cultural. Por esta razón, a continuación, presento algunas 
aproximaciones al concepto de GC a partir de enfoques diversos (González y 
Ben, 2014). 
 
Para la GC es fundamental contar con enfoques que permitan tanto la 
aplicación y evidencien la eficacia de la gestión, al respecto se pueden ilustrar 
con la siguiente tabla: 
 




Consiste en entender la GC mediante instrumentos y herramientas 
que utiliza en la praxis profesional. La producción, la programación, 
gestión de proyectos, de recursos humanos, de comunicación, 
económica, control y evaluación, de gestión estratégica, entre otros. 
 
Sector artístico y 
competencial 
Se refiere al campo creativo o artístico, por ejemplo, la gestión 
patrimonial, las artes escénicas, las artes visuales, el turismo 
cultural, incluso se puede llegar a un mayor nivel de concreción en 
el enfoque si hablamos de gestión teatral, gestión de arte 




Gestión de organizaciones, modelos de planificación y evaluación o 
técnicas de marketing. De igual manera, entre las ventajas de la 
incursión económica en la GC está el que motivara o potenciara la 
reflexión sobre el desarrollo como otro campo más en el que el papel 
de la cultura resulta relevante. 
Fuente: Martinell. (2014). 
 
Descrito el concepto, respecto algunas características y enfoques de la GC, 
es pertinente reconocer que la GC “es aquella que atiende oportunamente las 
necesidades y aspiraciones reales de los habitantes de un territorio, 
respetando sus tradiciones y dinámica cultural mediante un diálogo interactivo, 
creativo y horizontal de participación, con planes y proyectos articulados entre 
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sí, en procesos de corto, mediano y largo plazo”. (Matthey, 2011). Esta 
definición evoca algunos ejes estratégicos que deben estar presentes en la 
GC: 
 
1. Considerar las necesidades, expectativas y aspiraciones de las 
comunidades o personas, asistentes, participantes o hacia quienes 
están dirigidas las gestiones artístico-culturales. 
2. Contemplar un reconocimiento de identidad cultural de dichas 
comunidades, que entregue sentido y pertinencia de las actividades 
o acciones. 
3. Reconocer la participación de las audiencias como parte integral del 
proceso asociado a la gestión cultural y por lo tanto constitutiva en la 
definición de las acciones culturales. 
4. Hace suya la planificación en tanto desarrolla planes y proyectos 
como parte de la gestión. 
5. Incluye dimensiones temporales, lo que permite definir metas en 
niveles local, sectorial, regional o nacional, en el corto, mediano y 
largo plazo. 
 
Ahora bien, con el fin de hacer posible el desarrollo de las políticas culturales 
mediante la GC, (Martinell, 2014) presenta a los agentes culturales como 
actores imprescindibles para el desarrollo de dichos procesos. Razón por la 
cual, son considerados como actores culturales quienes, de manera individual, 
colectiva, mediante instituciones o de otras maneras, convergen en un 
contexto y tiempo específico. De tal manera que son, producto de valores, 
tradiciones y normas específicas de su contexto. Así mismo, son 
fundamentales para la articulación de políticas sociales y culturales de un 
estado democrático (p.1). En ese orden de ideas se puede identificar las 
funciones a cargo de los agentes culturales como: i. Analizar e interpretar la 
realidad de su entorno y sociedad, aportando su perspectiva a la vida cultural, 
dan respuesta a sus problemáticas, demandas o necesidades, y auto-
organizan servicios para conseguir sus finalidades, ii. Posibilitar y canalizar la 
participación y la incorporación de grupos e individuos a la acción para su 
comunidad, facilitando un proceso desde la acción pública y social, y iii. 
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Impulsar la organización de la iniciativa privada y mercantil, a partir del 
establecimiento de organizaciones propias, entre otras. Martinell (2014). 
 
Toda vez que las funciones de los agentes culturales se han comprendido, es 
sustancial reconocer una tipología de agentes culturales con sus respectivos 
objetivos. Con este fin, acudiré al citado autor Martinelli (2014) quien realizó 
una clasificación de acuerdo con la realidad española, sin embargo, es 
pertinente para este estudio, pues contempla características universales y he 
realizado algunos ajustes que se aplicarían al contexto colombiano:  
 
 
Imagen 3. Contexto Colombiano 
Fuente: Elaboración propia con información de Martinell (2014). 
 
Por tanto, al estar involucradas directamente en la GC, estas organizaciones 
mantienen relaciones, conexiones, trabajo en red con base en sus funciones 
y normativas diferentes, potencializando acciones para el desarrollo, sin 
embargo, también existen variables que merman esta capacidad de acción 
generando dificultades como la competitividad y falta de incentivo de inversión 
de las organizaciones privadas en las políticas gubernamentales. Es en este 
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aspecto que una APP puede llegar a integrar los distintos agentes en la GC 
permitiendo una implementación adecuada de las políticas establecidas por el 
gobierno.  
 
1.2 EXPERIENCIAS INTERNACIONALES DE GC 
 
Luego de presentar algunas de las características que tiene la GC actual 
describiré dos experiencias de GC en Europa y en Sur América, las cuales 
amplían la comprensión del sentido que tiene para distintos agentes la 
promoción y apropiación de la cultura.  
 
1.2.1 ArtLab Huesca.- España. 
ArtLab Huesca es un laboratorio multimedia del área de Cultura del 
Ayuntamiento de Huesca en España y tiene como fin el desarrollo de proyectos 
artísticos vinculados a las nuevas tecnologías. Sus creadores, (“About”, s.f) 
establecieron los siguientes objetivos para este proyecto:  
 
- Distinguir y definir tres segmentos de público: Usuarios de los locales 
de ensayo, usuarios de servicios de préstamo de material y consultas 
técnicas y personas y organizaciones en desarrollo de proyectos. 
- Fomentar el intercambio entre todos los perfiles de usuarios. 
- Fomentar la asistencia al centro a través de eventos con público. 
- Desarrollar un programa de formación novedoso que fomente las 
iniciativas y el uso de las instalaciones. 
- Colaborar con otros colectivos y organizaciones dentro y fuera de la 
ciudad. 
 
Para lo anterior, definieron cuatro líneas de trabajo conexas que valen la pena 
mencionar para entender el proyecto:  
 
a) Espacios y soporte para actividades culturales y cabinas de ensayo para 
músicos gracias a nuevas instalaciones donde se logran proyectos de alta 
calidad y gran envergadura en los planos artístico y social.  
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b) Promoción de proyectos culturales en diversos eventos organizados por el 
Ayuntamiento de Huesca, tales como Okuparte, el Festival Periferias, o las 
Fiestas de San Lorenzo, entre otros.  
 
c) Servicio de asesoría y desarrollo de proyectos ArtLab los cuales cuentan 
con profesionales del sector, así como préstamo de material para el desarrollo 
de los trabajos planteados. El laboratorio fomenta el intercambio de 
experiencias entre los autores y hace las veces de punto de encuentro cultural.  
 
d) Programa de formación consiste en la realización de cursos y talleres 
prácticos con profesionales en cada disciplina. Este es uno de los principales 
ejes del laboratorio denominado Espacio de Arte Joven. En esta área se 
encuentra una variada oferta de procesos formativos tales como Arte y 
Ensayo, Animación, Audio Digital, Creación, Audiovisual, Collage, Creatividad, 
Gadgets y Programación, Investigación, música, entre otros. Adicionalmente, 
la colaboración con organizaciones como, la Fundación Municipal de Servicios 
Sociales, ASPACE, el Centro Social ARCADIA, Espacio Infoculture o la 
Asociación de Realizadores Oscenses. 
 
1.2.2 Festival de Cine Documental de Chiloé (Fedochi)- Chile.  
Este festival es un certamen que se realiza en la Región de los Lagos en la 
isla de Chiloé al sur de Chile, el cual nació como una iniciativa bajo el alero de 
la ONG Corporación de agroecología y desarrollo rural de la Patagonia. Su 
acción comenzó a partir de un diagnóstico que reflejaba la necesidad de 
expresar diferentes dinámicas comunitarias y locales por parte de las 
comunidades. A lo largo de sus más de 10 años de existencia, el Festival ha 
logrado que distintos actores como el Consejo Nacional de Cultura y las Artes, 
agentes locales gubernamentales de los municipios de Castro, Chonchi, 
Queilén, Puqueldón entre otros centros culturales de Chiloé, Puerto Montt y 
Osorno, se reúnan para la difusión de eventos culturales (Yáñez, 2018). 
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Mostrando así como el adagio popular de la “unión hace la fuerza” también 
aplica para la conservación y desarrollo de la cultura. 
 
El festival de cine tiene por objetivo el fomento de la actividad artística, 
mediante la creación de audiencias, difusión de obras y la formación de 
profesionales audiovisuales. Por otra parte, se encarga de promover de 
manera pedagógica el cine documental. De esta manera, la realización del 
festival se ha convertido en una importante plataforma de integración nacional 
y regional pues en cada versión son más los realizadores de todo el país que 
desean presentar sus obras en el sur a distintos públicos y exteriorizando en 
escenarios alternos al festival sus experiencias.  
 
De acuerdo con Yáñez (2018) posterior al ejercicio de caracterización y 
diagnóstico del escenario local, el equipo fundamentó su quehacer en 3 áreas: 
público, curatoría y asociatividad.  
 
En primer lugar, el trabajo con el público es fundamental en el desarrollo del 
festival, entendiendo que es una actividad que no cuenta con infraestructura 
(salas de cine, teatros, centros audiovisuales) para realizar las muestras, se 
ha fortalecido el trabajo con los habitantes de este territorio los cuales han 
propuesto el uso de espacios propios como centros culturales, escuelas e 
iglesias patrimoniales, lugares de encuentro comunitario o juntas vecinales 
para tal fin.  
 
De la misma manera, se han identificado diferentes audiencias locales a 
quienes se les ha intentado brindar acogida no solo durante la realización del 
festival, sino en momentos previos, pues el festival también aporta a la 
comunidad formación pedagógica en materia audiovisual de acuerdo con sus 
características, principalmente en público infantil entre los 5 y 14 años. Por 
otra parte, el público ocasional o transitorio es integrado por turistas, de tal 
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manera que el festival ha sido en un espacio cultural que favorece el desarrollo 
cultural y turístico de Chiloé.  
 
En segundo lugar, la curaduría del Festival responde al diagnóstico local, 
razón por la cual, se concentran en cinco categorías: competencia nacional, 
regional, muestra infantil, muestra de documentales y retrospectiva. En estas 
modalidades se abordan temáticas relacionadas con problemáticas sociales, 
ambientales, territoriales, Derechos Humanos, diversidad y cultura.  
 
Por otra parte, la tercera área de trabajo es la articulación asociativa que el 
Festival promueve. Durante su trayectoria, el equipo organizador del Festival 
ha entendido que este tipo de iniciativas requieren la articulación de fuerzas 
que faciliten la gestión y que a su vez, logren legitimidad a nivel nacional y 
comunitario a partir de sectores públicos como el Consejo Nacional de la 
Cultura y las Artes, privados como el Festival Internacional Ojo de Pescado y 
organizaciones y empresas locales, las cuales aportan al proyecto en función 
de su misión.  
 
1.2.3 Corporación Parque Arví. – Colombia. 
En aras de conocer una experiencia de GC en el ámbito nacional, a 
continuación, se presenta una de destacada práctica mediante la alianza de 
entidades públicas, privadas y del tercer sector, denominada Corporación 
Parque Arví. Esta es una entidad sin ánimo de lucro creada en el año 2007 
mediante la asociación de 13 instituciones públicas y privadas, quienes se 
ocupan de la conservación, mantenimientos y promoción del territorio a partir 
de acciones como adecuaciones físicas del inmueble donde se desarrolla la 
operación del Parque, dando cumplimiento a su vocación ambiental, cultural, 
turística y educativa. (“¿Qué es la Corporación Parque Arví?”, s.f). 
 
De acuerdo con la página web de la Corporación, con ella:  
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1. Desarrollan actividades turísticas, recreativas y deportivas. 
2. Aportan al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes del 
sector, posibilitando el desarrollo económico de las familias, mediante 
la aplicación de actividades de inclusión social que hagan a la 
comunidad parte activa de todo el proceso. 
3. Promueven y asesoran en la conservación de los recursos naturales 
renovables y la protección del ambiente, así como el desarrollo 
sostenible de las regiones, buscando minimizar y mitigar el impacto 
generado por el hombre. 
4. Trabajan por la preservación cultural de la zona en la que se ubica el 
proyecto Parque Arví, buscando su proyección nacional e 
internacional. 
5. Implementan un modelo de gestión social integral, que permite crear 
y fortalecer una cultura ciudadana en relación con la sostenibilidad 
del territorio. 
6. Potencian el área del proyecto como centro de desarrollo educativo, 
arqueológico, ecológico, turístico, histórico y cultural. 
7. Realizan, fomentan, promueven, orientan y coordinan actividades 
relacionadas con la adopción, implementación y comercialización de 
servicios turísticos y ambientales. 
 
Acorde a lo indicado anteriormente, en la Corporación Parque Arví, participan 
entidades públicas y privadas tales como: Gobernación de Antioquia, 
Municipio de Medellín, Área Metropolitana del Valle de Aburrá, Universidad de 
Antioquia, Escuela de Ingeniería de Antioquia, Escuela de Administración, 
Finanzas y Tecnología – EAFIT -, Cámara de Comercio de Medellín, 
Interactuar Famiempresas, Corantioquia, Cornare, Comfenalco, Comfama. 
Adicionalmente, actúan como aliados estratégicos: Metro de Medellín, 
Empresas Públicas de Medellín, Municipio de Guarne, y Parques Nacionales.  
 
Dicha corporación cuenta con elementos fundamentales para su organización 
tales como misión, visión, principios, valores y políticas. En este sentido 
establecen: “Promovemos y orientamos el turismo organizado en el ámbito del 
Parque Arví para fortalecerlo como destino de naturaleza sostenible, 
conservamos la riqueza ambiental, cultural y arqueológica, potencializamos las 
capacidades de la comunidad e impactamos positivamente su desarrollo”. 
(“Misión Corporación”, s.f). En el marco de lo indicado anteriormente, frente a 
las características para la efectividad de la GC. 
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En línea con lo anterior, la visión de la Corporación es:  
 
En el 2025 la Corporación Parque Arví articulará procesos de desarrollo 
humano sostenible en el manejo de áreas de especial importancia 
ambiental y cultural en el territorio Arví y otros similares en el ámbito local, 
nacional e internacional; garantizando su viabilidad administrativa y 
financiera, con la participación de sus asociados y grupos de interés. 
(“Visión Corporación”, s.f). 
   
Asimismo, como visión del parque definieron que para el 2030, éste será un 
destino turístico de naturaleza sostenible concebido como aula ambiental 
cultural, científica y técnica abierta, que promueve experiencias innovadoras 
de turismo rural comunitario, esparcimiento y sensibilización frente a la riqueza 
natural y cultural del territorio. (“Visión Parque”, s.f)  
 
Para un mejor desarrollo y conexión con lo ya expuesto, como indicaba 
Martinell, existen algunos principios que rigen el pensamiento y conducta de 
los integrantes del grupo de trabajo, éstos, buscan que todos los miembros de 
la organización internalicen y vivan en armonía como: Adecuación a la ley, 
transparencia, respeto, lealtad, profesionalismo, orientación al logro, 
sostenibilidad (“Principios”, s.f). 
 
Por su parte, los “Valores” (s.f) que inspiran y soportan la gestión de la 
Corporación son: integridad, confianza, actitud de y se enmarca en seis líneas 
estratégicas, las cuales funcionan de manera integral dando alcance a la 
misión de promover y orientar el turismo organizado en el Parque como destino 
de naturaleza sostenible, conservando su riqueza ambiental, cultural y 
arqueológica a partir de las capacidades de la comunidad e impactamos 
positivamente en su desarrollo. Éstos son:  
 
a) Competitividad: esta línea se ocupa de dinamizar, articular y ejecutar 
los procesos relacionados con la infraestructura, operación y procesos de 
calidad del parque. A su vez, las adecuaciones tecnológicas y el 
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acompañamiento socio-empresarial a las unidades productivas 
vinculadas con la estrategia de Turismo rural comunitario hacen parte de 
esta área.  
 
b) Comercialización integral: se encarga de la creación, desarrollo y 
puesta en marcha de la venta de productos turísticos en el territorio Arví 
realizando un ejercicio comercial en el que se estructura un plan de 
mercadeo con su respectiva investigación de mercado, alianzas, estudio 
de precios y costeos, canales de distribución y medios de difusión.  
 
c) Cultura Arví: Es una línea transversal que se encarga de motivar 
buenos comportamientos por parte de los visitantes y habitantes del 
territorio, promoviendo un compromiso con el cuidado y la protección del 
medio ambiente.  
 
d) Turismo rural comunitario: Hace referencia a los servicios de turismo 
que ofertan las comunidades organizadas que participan en los diferentes 
momentos de la cadena productiva del turismo, generando bienestar, 
desarrollo y crecimiento económico. Lo anterior, a partir de servicios 
sostenibles, competitivos y de calidad que provienen de las características 
naturales y culturales del entorno.  
 
e) Ambiental y cultural: La línea se ocupa de garantizar la conservación, 
preservación y uso sostenible del Parque Arví, mediante acciones 
pedagógicas como aprender-haciendo y sensibilización ambiental y 
cultural. Con lo anterior, se busca que los habitantes del territorio y 
visitantes valoren y se apropien de la riqueza de los espacios que 
conforman el Parque. Por lo anterior, estas acciones se desarrollan de 
manera articulada con diferentes entidades, instituciones, grupos y 
actores del territorio. 
 
De lo anterior se resalta que el Parque Arví5, promueve el desarrollo integral 
del territorio, mediante la estrategia de turismo rural comunitario. En este 
sentido, se apoya el fortalecimiento de organizaciones culturales, artísticas, 
                                                          
5 Debido al potencial arqueológico en la zona, el Ministerio de Cultura en uso de sus facultades legales 
conferidas por el artículo 8 de la Ley 397 de 1997, reconoció como Bien de Interés Cultural mediante la 
Resolución No. 0797 de 1998 “… La Zona Arqueológica de la Cuenca Alta de la Quebrada Piedras 
Blancas, localizada en el corregimiento de Santa Elena del municipio de Medellín – Antioquia”. Sin 
embargo, un estudio arqueológico de la Universidad de Antioquia en el año 2013 en la zona, en 
jurisdicción de los municipios de Medellín y de Guarne, en el cual se hallaron mayores evidencias 
arqueológicas de la época prehispánica y colonial, da cuenta de un área más extensa a la declarada 
como Bienes de Interés Cultural. Debido a lo anterior y de acuerdo con la normatividad vigente, la 
Resolución No. 024 de 2019, por la cuál se declara un Área Arqueológica Protegida de orden nacional 
en el departamento de Antioquia, resolvió efectuar la declaratoria de protección de un área más extensa, 
con el fin de salvaguardar y divulgar el patrimonio arqueológico de la Nación allí presente. 
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sociales y comunitarias, unidades productivas, emprendimiento o 
corresponsabilidad social y ambiental con el territorio.  
 
Uno de los proyectos de sustentabilidad del patrimonio cultural tiene que ver 
con el plan de manejo arqueológico, el cual se ha desarrollado en conjunto con 
instituciones públicas y privadas, tales como la Alcaldía de Medellín, 
Corantioquia, Empresas Públicas de Medellín y la Universidad de Antioquia. 
Este plan, garantiza la conservación, protección y manejo sostenible de los 
hallazgos arqueológicos reportados en esta zona. Así mismo, está articulado 
a una propuesta de turismo a partir de un circuito arqueológico, de tal manera 
que a partir de la experiencia los visitantes y habitantes conozcan la historia e 
importancia arqueológica en el territorio Arví. 
 
Tras una experiencia de más de 10 años de arduo trabajo en beneficio de la 
sostenibilidad, la Corporación ha podido compartir su modelo de trabajo a otros 
sectores de la ciudad y de la región. De manera conjunta con otras entidades, 
implementa procesos que buscan el beneficio de las comunidades, el turismo 
responsable y la conservación. Del mismo modo, su trayectoria, le ha permitido 
realizar convenios y contratos para la innovación, la conservación, el cuidado 
y la protección del territorio. 
 
Uno de los proyectos donde se ha aplicado el modelo de gestión de la 
Corporación es en el denominado Jardín Circunvalar de Medellín. En Convenio 
con la Empresa de Desarrollo Urbano (EDU), ejecutó un proyecto para la 
administración del Jardín Circunvalar de Medellín. Para esto se formuló un 
plan de negocios de acuerdo con los propósitos y aspectos administrativos y 
financieros para garantizar la sostenibilidad económica y el cumplimiento de 
programas de apropiación social y ambiental del territorio.  
 
27 
Adicionalmente, el proyecto requirió de la articulación y promoción del Jardín 
Circunvalar de Medellín con actores públicos, privados y comunitarios, el 
urbanismo pedagógico para la apropiación y sostenibilidad del territorio de 
influencia del Jardín, el manejo y protección de los recursos turísticos, 
culturales, ambientales, arqueológicos y paisajísticos y el mantenimiento, 
sostenimiento, reparaciones y operaciones del Jardín Circunvalar. (“Jardín 
Circunvalar de Medellín”, s.f).  
 
Desde su creación, La Corporación Parque Arví ha sido pionera en la 
planeación y ejecución de proyectos que buscan aprovechar los recursos en 
beneficio de las comunidades. A su vez, se han ocupado de hacerlo desde un 
modelo sustentable sin afectar las fuentes de recurso. Para este caso 
particular, el territorio y todo lo que allí confluye; vestigios de la historia, el 
entorno ambiental, intereses, tradiciones, prácticas y necesidades de los 
habitantes de la zona y visitantes, enriquecen y a su vez complejizan el 
quehacer de una sola institución que se ocupe de atender y brindar las 
respuestas esperadas a cada una de estas variables.  
 
De los anteriores modelos de GC, que muestran que la interacción entre 
diversas entidades y sectores, se encuentra el valor de ellas, que sin lugar a 
duda han innovado en materia de Gestión Cultural. Analizando la gestión 
adelantada, se pueden evidenciar los aportes que brindan los recursos, los 
principios y, en general, el interés por la garantía de la promoción cultural por 
parte de los tres tipos de agentes culturales mencionados anteriormente: 
sector público, organizaciones del tercer sector y organizaciones de carácter 
privado. (Martinell. 2014).  
 
A lo largo de éstos años, éstos modelos de GC han logrado interpretar la 
realidad del territorio y han encontrado soluciones para ofrecer a sus 
habitantes diferentes opciones de emprendimiento. Una de las mayores 
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características de este proceso es su esfuerzo por aportar a las comunidades 
formalización, cohesión social, cualificación y asesoría en emprendimiento 
para el crecimiento socio empresarial desde la materia prima, procesos de 




CAPÍTULO II. ASOCIACIONES PÚBLICO-PRIVADAS (APP) LA 




Toda vez que se ha descrito la política pública que orienta el sector cultural en 
Colombia, mediante la GC como una manera de organizar y difundir la 
actividad cultural y posterior a la mención de unas buenas prácticas como una 
propuesta de trabajo, las cuales han promovido la participación de habitantes 
de la zona a partir de eventos y acciones donde se da a conocer la diversidad 
artística y cultural del territorio. En adelante, se presentarán las asociaciones 
público-privadas (APP), como una opción en el campo de la GC en Colombia, 
la cual facilita y fortalece el ejercicio cultural, dado que a partir de los principios, 
conocimientos y recursos de cada una de las partes que intervienen se 
garantiza la democratización de los bienes y servicios culturales, acercando a 
la población a diversas expresiones culturales, mediante escenarios para la 
convivencia y el desarrollo, tal como lo ha definido el Ministerio de Cultura.  
 
2.1 CONFIGURACIÓN Y DEFINICIÓN DE APP. RAZONES POR LAS QUE 
SE ELIGEN ESTE TIPO DE ASOCIACIONES 
 
En este capítulo se analizarán las características de las Asociaciones Público 
Privadas, combinando nociones y definiciones, exponiendo una propuesta 
desde sus orígenes y particularidades, tanto a lo largo de la historia como en 
su implementación en Colombia. Lo anterior llevará a encontrar las ventajas 
de dicho tipo de contratación para proyectos de gestión cultural, dado que la 
normativa ha evolucionado y tiene en cuenta iniciativas que van mucho más 
allá de la infraestructura vial. 
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Para dar una definición global de lo que es una APP hay que dejar un poco de 
lado las diferencias que existen respecto a los países y formas de gobierno. 
Aclarado lo anterior, las organizaciones multilaterales se han dado a la tarea 
de determinar un concepto, mostrando características comunes. Por ejemplo, 
El Banco Interamericano de Desarrollo (BID), asegura que dichas alianzas 
son: “Un acuerdo entre el sector público y privado donde una parte de las 
labores y servicios que son responsabilidad del Estado, son compartidos con 
entidades del sector privado a través de acuerdos con tareas y objetivos 
claros, con el fin de generar participación e integración entre dichos sectores, 
pero especialmente para complementar los recursos en inversión pública” 
(Banco Interamericano de Desarrollo, 2017, p. 8). 
 
Otra entidad multilateral que proporciona una noción general para definir APP 
es La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), 
quien dice que estas son “una manera de entregar y financiar servicios 
utilizando un activo de capital en donde los riesgos del proyecto se comparten 
entre el sector público y el privado. Se definen también como un acuerdo de 
largo plazo entre el gobierno y un socio privado en donde los objetivos de 
entrega del servicio se alinean con los objetivos de ganancia del socio privado” 
(OCDE, 2012, p. 11). 
 
Ahora bien, este tipo de acuerdo parte de que en nuestras formas de gobierno 
existe una dicotomía entre las instituciones del sector público (que tienen que 
ver con los marcos estatales, de gobierno y la burocracia) y el sector privado 
(que tiene que ver con las empresas y las organizaciones de la sociedad civil). 
Para este punto, el académico del derecho y la globalización Gregory Shaffer, 
toma ideas de Max Weber y Robert Dalh para argumentar que “esta distinción 
subyace de la concepción racional weberiana de un Estado jerárquico: El 
aparato burocrático del Estado está encargado de quitar del todo la 
participación civil, empresarial e individual de la administración del gobierno, y 
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esto solo se puede lograr a través de una sistematización racional de la ley, 
que permita distinguir claramente entre lo público y lo privado. Mostrando así 
que la base para la administración estatal estaba basada en distinguirse 
explícitamente y dejar de lado alguna participación privada” (Shaffer, 2003, p. 
52). 
 
En las formas de gobierno que conocemos en la mayoría de países de 
occidente, el Estado debe gobernar a la población y en teoría no debe requerir 
de la colaboración de ningún otro sector para la tarea. Bajo dicha noción, los 
gobiernos recaudan y asignan los recursos públicos mediante la legislación 
pertinente sobre impuestos y gasto público, seguido de la administración del 
poder ejecutivo; y por el otro lado, los mercados, distribuyen el capital a través 
de decisiones individuales que no obedecen a una planificación previa que se 
ve sujeta a un organismo supremo o al interés general. De esta manera, el 
mercado muestra una forma privada de asignar los recursos, la cual se opone 
diametralmente con un sistema público (Williamson, 1996). Sin embargo, 
considero que entre éstos dos debe existir una integración, sin intromisión en 
los papeles, que permita un balance que se vea reflejado en un beneficio a la 
comunidad.  
 
Pese a las distinciones que se hacen necesarias desde la formación de los 
estados entre lo público y lo privado, las crecientes necesidades del mundo en 
desarrollo y las dinámicas complejas de la globalización, hacen que los 
estados empiecen a optar por delegar funciones tradicionalmente públicas al 
sector privado. “Los gobiernos pretenden, según teóricos políticos modernos, 
organizarse a sí mismos a través de redes interorganizacionales que suman 
los esfuerzos públicos y privados: parece que el rol de las administraciones se 
ha trastocado, en Occidente han dejado de ser los productores de bienes y los 
proveedores de servicios y se han transformado en los supervisores de 
quienes hacen el trabajo” (Robalino, 2010, p. 101). 
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Es por esto que Autores como Alfred Domenech aseguran que dentro de una 
APP no solo se relacionan las empresas y el Estado, ya que existen 
organismos como las organizaciones multilaterales o las entidades sin ánimo 
de lucro que participan en proveer bienes asignados a lo público. “Dichos 
agentes borran constantemente los límites de sus funciones y las fronteras que 
hay entre ellos para mostrar puntos de congruencia dónde se mantiene el 
sentido de la administración pública y de la empresa privada, pero 
externalizando la opción de servicio que tienen las entidades sin ánimo de 
lucro al sector de las empresas y así cumplir con los objetivos de 
infraestructura y desarrollo que necesita una nación” (Domenech, 2005, p. 11). 
Lo cual en el ámbito que nos compete, es decir para la GC, permite mayor 
beneficio reflejado en desarrollo de asociaciones que no solo le colabore al 
estado cumplir con su finalidad, al privado lucrarse y aportar su conocimiento 
y por ende adquirir mayor provecho pues con un trabajo mancomunado se 
preserve la cultura.  
 
En ese sentido, Domenech tiene en cuenta que las relaciones entre el sector 
público y privado no son estáticas, clasificando en cinco formas básicas que 
se diferencian en función de la política económica que es dominante dado el 
caso: “reprivatización, fortalecimiento, partenariado pragmático, subordinación 
al Estado y nacionalización”.(Domenech, 2005, p. 2). El autor argumenta que 
las alianzas público-privadas se sitúan en un continuo que va desde un 
sistema dominado por organizaciones privadas que buscan solamente un 
beneficio económico a la hora de prestar servicios a la sociedad y sustituyen 
progresivamente al Estado y a las organizaciones de la sociedad civil 
(reprivatización), hasta un sistema en el que el Estado lo domina todo 
(nacionalización) y donde las empresas y las organizaciones civiles ocupan un 
lugar marginal.  
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En ese orden de ideas, el abogado y académico ecuatoriano Javier Robalino 
indica que las APP son una conjunción de distintos capitales públicos y 
privados para el desarrollo de un fin común, pero aclarando que “la APP no es 
ni una privatización, ni una concesión”(Robalino, 2010). La característica 
principal de este tipo de alianza podría ser la creación de un vehículo o de un 
proyecto en conjunto en el que una entidad pública y una empresa privada 
acuerdan mutuamente aportes y condiciones. Para este autor “dichos aportes 
pueden ser por vía de capitalización de valores, titularización y otras formas 
intangibles, en cuyo caso el esfuerzo de valoración de las mismas es 
indispensable para alcanzar un equilibrio financiero en una ecuación 
contractual”. (Robalino, 2010) 
 
Sin embargo, en general se debe resaltar en línea con lo explicado en el 
capítulo anterior, que las constantes pujas son un fenómeno que hace parte 
de las características que presentan las APP dependiendo del contexto donde 
se desarrollen y muestran un análisis político del asunto y el hecho que dentro 
de las alianzas se suela inclinar la balanza hacia un lado u el otro, no opaca el 
objetivo principal de las mismas, el cual es la consecución de bienes y servicios 
públicos. Por tanto dicha meta se mantiene, haciendo de este tipo de 
contratación una de las formas más rentables para incorporar capital privado 
al Estado sin perder gobernabilidad y cumplir con sus fines. 
 
2.1.1 Referencia e historia de las APP. 
Para hablar de la historia de las APP se debe iniciar con la necesidad de su 
creación, al respecto para Engel, Fischer, & Galetovic, el origen del modelo de 
APP no solo se debe a la necesidad de complementar los alcances de los 
Estados en inversión pública, sino también a la aparición histórica del 
neoliberalismo y la creciente privatización de las empresas.  
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Entre las décadas de 1970 y 1980 países muy distintos, como por ejemplo 
Chile y Reino Unido, vieron muchas ventajas en la eficiencia que brindaban 
las empresas privadas y empezaron a vender algunas empresas públicas. Sin 
embargo, cuando se extendió este tipo de iniciativas a sectores más 
complicados de privatizar como el transporte, las escuelas, los hospitales y 
proyectos de cultura, fue necesario un modelo similar al de las APP, con el fin 
de que se equilibrara la eficiencia del privado y mantener la gobernabilidad en 
los servicios que debe proveer el Estado.(Engel1 et al., 2014) 
 
El argumento anterior se refuerza históricamente con lo expuesto por Heidi 
Sada, quien ahondando más en las cuestiones sociales se refiere a la 
evolución de la sociedad en la segunda mitad del siglo XX mostrando que 
gracias a la prosperidad económica alcanzada luego de la Segunda Guerra 
Mundial y el aumento de nivel de vida que trajo consigo los años sesenta en 
países industrializados, entró en declive a partir de la crisis del petróleo en 
1973. La autora argumenta que “la economía occidental inspirada por el 
keynesianismo6 comenzó a exhibir problemas tales como caídas en la 
producción y la productividad y aumentos en la inflación y el desempleo, 
problemas que llevaron a una crisis dentro del Estado intervencionista”(Sada 
& Sada, 2014, p. 35). 
 
Sada argumenta que la crisis generada de dichos problemas y los problemas 
fiscales que tuvieron los Estados al aumentar el crédito público, produjo una 
disminución en el ahorro estatal que derivó en una disminución drástica en la 
capacidad de intervención burocrática. “Hacia los años ochenta ya existía el 
convencimiento de que no se trataba de una crisis menor, sino de una crisis 
del modelo del desarrollo mismo. Se imponía la redefinición del Estado como 
                                                          
6 Entendida como la teoría económica presentada por John Maynard Keynes en 1936. 
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mínimo, con reformas económicas dirigidas a la reevaluación del mercado en 
el centro de la economía”.(Sada & Sada, 2014, p. 35) 
 
La propuesta de Estado que se menciona resultó poco viable y rápidamente 
apareció la necesidad de repensar una especie de reconstrucción del mismo. 
Así pues el sector público además de realizar sus clásicas tareas de garantizar 
la propiedad y el cumplimiento de los contratos, también pudiera ejercer como 
garante de los derechos sociales y promotor de la competitividad de los países. 
Con esto se consideró, además, la eficiencia en la inversión pública, pero 
también su control y regulación constante. 
 
En este sentido, Luiz Carlos Bresser asegura que en el momento donde la 
privatización entró en crisis se identificaron cuatro componentes que actuaban 
de forma independiente, los cuales son fundamentales para la aparición de las 
APP como una forma eficiente y viable de contratación en el marco de dichas 
crisis. Dichos componentes son: 
 
“Primero de éstos componentes es la delimitación del tamaño del Estado 
bajo la idea de privatización, publicitación y terciarización. El segundo 
consiste en la redefinición del papel regulador del Estado vinculada con el 
mayor o menor grado de intervención del mismo en el funcionamiento del 
mercado y áreas estratégicas. El tercero se enfoca en la recuperación de 
la capacidad financiera y administrativa de implementar las decisiones 
políticas, mismas que tuvieron que ver con la superación de la crisis fiscal 
y la redefinición de las formas de intervención en el plano económico – 
social, así como la superación de la forma burocrática de administrar el 
Estado. Por último, el cuarto trata sobre el aumento de la capacidad 
política del gobierno para intermediar intereses, garantizar la legitimidad 
y gobernar.”(Bresser, 1998, p. 526)  
 
De lo anterior, es importante el tercer componente ya que la recuperación fiscal 
para la superación de la burocracia es clave no solo para la aparición de las 
alianzas público-privadas, sino para su elección como una forma viable de 
contratación con el Estado y para la consecución de bienes públicos. Sada 
empieza a considerar este punto como la nueva administración pública, donde 
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es necesario que el Estado sea eficiente en las operaciones y tenga un alto 
desempeño a menores costos, en este marco las APP son una forma de tener 
éstos beneficios sin dejar de lado la gobernanza del Estado.(Sada & Sada, 
2014) 
 
Como ejemplo de lo anterior, es dable indicar el Reino Unido fue el primer país 
que teniendo en cuenta una caída en el nivel de inversión pública, adoptó 
modelos de APP. A mediados de la década de 1990, Gran Bretaña adoptó la 
denominada “regla de oro”, que le permite endeudarse para financiar 
proyectos de inversión pública. El éxito británico fue posible gracias al bajo 
nivel de deuda pública, así como, su dedicación a optimizar la eficacia y 
exigencia del gasto público, sumado al alto nivel de transparencia fiscal. 
Agregar la fórmula de asociaciones público-privadas hizo que la deuda pública 
se tornara sostenible y los proyectos siguieran su rumbo (Akitoby et al., 2007). 
 
Luego de la aparición de este tipo de contratación en la política británica, 
durante el proceso de implementación de las alianzas público-privadas, se 
logra una consolidación y una evolución de las características que identifican 
este tipo de alianza. Julio Gonzales García, académico de la Universidad de 
Madrid, hace un análisis interesante sobre dicha evolución: 
 
“En el momento de la llegada de los laboristas al poder, encabezados por 
Tony Blair, la respuesta no fue la eliminación del programa, sino 
precisamente la potencialización, con ciertos cambios en el modo de 
ejecutar los procedimientos de este modo de proveer infraestructuras y 
servicios a la ciudadanía. En este contexto lo que hicieron fue una mejora 
de la formulación que habían adoptado los conservadores, a través de 
una revisión de las cláusulas particulares de los contratos, una mejora en 
los procesos de licitación para ganar eficiencia y una adecuación mejor 
de la transferencia de los riesgos al socio privado. En todo caso, en este 
periodo aparecieron dos ideas clave del proceso de los PPP: el 
denominado value for money, esto es, una adecuada relación entre coste 
y calidad, y el risk transfer, la transferencia efectiva de riesgos al 
contratista que están en todos los modelos de colaboración público-
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privada e incluso es un factor esencial en las concesiones administrativas” 
(J. V. González, 2010, p. 82) 
 
De esta manera, se introduce el concepto de valor por dinero y transferencia 
de riesgos. Éstos conceptos son característico y vital en las APP, ya que estas 
ofrecen los beneficios del mercado y la economía tradicional a la 
administración pública. Según Germán Millán, los puntos a favor se dan, 
porque se sustituyó la idea de servicios más baratos que inicialmente traía 
consigo el gobierno Británico. El autor asegura el concepto de value for money 
es “la combinación óptima de costos durante la totalidad del ciclo de vida de 
un proyecto, y la calidad o capacidad para satisfacer los requerimientos de los 
usuarios” (Millán, 2009, p. 35). Entonces el concepto mencionado fue clave en 
los papeles de financiación privada en dicho país y por supuesto en la 
configuración de las APP. 
 
Por lo general cuando se seleccionan y se aprueban los proyectos de tipo 
alianza público-privada, se tiene en cuenta el valor por dinero esperado de los 
mismos ya que al ser un contrato con un privado se espera que los costos 
extra se traduzcan en calidad y durabilidad en los resultados de la inversión, 
así como los riesgos asociados a proyecto pues con el provecho del 
conocimiento del privado se pueden llegar a mitigar o superar más 
eficazmente. En ese sentido, se puede concluir lo expuesto por Millán en 
cuanto a que “desde 2004, el Gobierno Británico ha definido formalmente que 
el método de la iniciativa de financiación privada deberá ser usado sólo value 
for money, en la medida que la provisión de que haya sido demostrada en los 
estudios preliminares”. (Millán, 2009, p. 10) 
 
2.1.2 Tipos actuales de APP según las implicaciones contractuales en 
general.  
Para hacer una clasificación apropiada de las APP de manera general y 
comparativa según las implicaciones contractuales en general, es dable partir 
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de la clasificación que hace Robalino para distinguir los tipos actuales de 
alianzas público privadas ya que retoma casos europeos y latinoamericanos y 
se diferencian según las necesidades que surgen en cada etapa de un 
proyecto para un bien público. No obstante lo anterior, la legislación 
colombiana las clasifica o agrupa de manera diferente como se explicara más 
adelante.  
 
Si bien existen etapas de contratación menores, se plantean estas definiciones 
porque abarcan un plano general de las fases donde se usa una APP. Estas 
son: financiación, diseño, construcción, operación, mantenimiento y 
administración. En los casos de contratos de servicios existen modificaciones 
en las partes de construcción y mantenimiento. (Robalino, 2010) 
 
Así pues las modalidades más usadas de una APP según el citado autor y 
recalcando que así mismo son según su la relación contractual, estas pueden 
ser: 
 
- Operación y administración: En este caso el socio público 
(partamos del Estado) contrata con un socio privado la provisión o 
mantenimiento de un servicio específico. En esta modalidad el sector 
público mantiene el dominio de la instalación, mientras la 
administración depende exclusivamente del sector privado. Así pues 
a este último se le paga a partir de rentas fijas o en un sistema de 
incentivos vinculados a las metas que se establecen. 
 
- Diseño y construcción: En este caso el socio privado construye y 
diseña un proyecto para alguna entidad pública. Este tipo de APP 
permite ahorrar significativamente tiempo y dinero, permitiendo a su 
vez cargar un poco más de riesgo en el sector privado. Acá el socio 
público es dueño de los activos así como el responsable de su 
operación y mantenimiento.  
 
- Diseño, construcción, financiamiento, operación, 
mantenimiento y transferencia: En esta forma de contratación, el 
socio privado se encarga de todas las fases del proyecto y mantiene 
el dominio del bien hasta la finalización del contrato, momento en el 
que es transferida al Estado. En lugares como Estados Unidos no se 
utiliza esta modalidad, se cree que entregar todas las fases a un 
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contratista no hace parte de la esencia de una APP, ya que no permite 
la participación de varios agentes especializados, sino solo el trabajo 
de una empresa. 
 
- Desarrollo y financiamiento: El socio privado financia la 
construcción o expansión de las instalaciones a cambio de que se le 
permita construir locales comerciales y/o instalaciones industriales en 
el lugar. El contratista privado contribuye con el capital y, si se pacta, 
podría operar las instalaciones bajo la tutela de gobierno. 
 
- Arrendamiento exento de impuestos: Un socio público financia la 
construcción de las instalaciones igualmente públicas mediante un 
préstamo realizado a instituciones financieras privadas. 
Generalmente, el socio privado adquiere el dominio del bien, pero 
luego lo transfiere al socio público. La parte del dinero destinada a 
pagar el arrendamiento está exenta de impuestos. 
 
- Llave en mano: Es un modelo integrado de asociación en el que la 
parte privada tiene la responsabilidad de diseñar, construir y operar 
las instalaciones. La combinación de estas diferentes 
responsabilidades bajo un ente único que permite mejorar la 
eficiencia y libera al gobierno de gastos por mantenimiento, 
generalmente son sustanciales. En este modelo, el riesgo recae 
sobre la parte privada; sin embargo, el privado generalmente renuncia 
al control en importantes fases del ciclo de vida de las instalaciones 
en vista de que el dominio de ellas generalmente queda en manos de 
la parte pública. 
 
2.2 ASOCIACIONES PÚBLICO-PRIVADAS, UNA CLAVE PARA EL 
DESARROLLO ACTUAL 
 
A manera de introducción y de conformidad con lo anteriormente indicado, 
distintas fuentes coincide mayoritariamente en que el término de asociaciones 
público privadas fue empleado por primera vez en el Reino Unido 
aproximadamente en década de los noventa. Sin embargo, autoras como 
Blanca Sepúlveda aseguran que “no se circunscribe a lo meramente acuñado 
por Gran Bretaña, sino que por el contrario, explora aquellas relaciones de 
colaboración entre el sector público y el sector privado desde muchos años 
atrás, incluso, desde siglos atrás” (Sepúlveda, 2014, p. 13). 
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La evolución del Estado y los gobiernos modernos, junto con la apertura los 
países al mercado, hacen aparecer las primeras muestras de globalización 
durante el siglo XIX. En esta dinámica global las fronteras duras entre las 
instituciones empezaron a diluirse y llevaron al surgimiento de un proceso 
unificador e integrador. Las alianzas y relaciones en este caso estaban 
basadas en la interacción entre distintos actores políticos, económicos, 
sociales y culturales y así concebían alianzas entre los sectores 
gubernamentales y las empresas privadas para alcanzar fines comunes. 
(Escobar, 2017) 
 
Ahora bien, existen autores que se remontan algunos siglos más atrás, 
analizando que existieron “modelos de colaboración público-privada desde el 
siglo XV en Europa Occidental, que han dado como resultado elementos muy 
variados, algunos de naturaleza estructural y otros operaciones concretas que 
han dado lugar a actuaciones tan conocidas como la torre Eiffel en 
París”.(Sepúlveda, 2014) 
 
Otros académicos señalan el origen de las APP en la modernidad, partiendo 
de que los Estados siempre tuvieron la necesidad de conseguir recursos para 
la inversión pública haciendo alianzas con el sector privado. En esta medida 
las colaboraciones entre lo estatal y lo empresarial han sido claves 
históricamente para el desarrollo de los países. Sin embargo, Sepúlveda 
plantea que como estrategia sofisticada solo aparecería hasta el año de 1992 
en el Reino Unido, siendo esta una iniciativa del derecho anglosajón a la crisis 
monetaria inglesa de inicios de los noventa. (Sepúlveda, 2014) 
 
2.2.1 Las reglas claras en la contratación y el seguimiento, son claves 
para el éxito de las APP 
Luego de exponer las visiones globales que definen una APP y las razones 
por las cuales se opta por este tipo de vínculo es necesario ahondar en las 
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cualidades y deficiencias que presentan para poder establecer las claves para 
su éxito. Partiendo del hecho que estas se crean para combatir algunas 
limitaciones que tienen los Estados para cubrir las necesidades de 
infraestructura y desarrollo, junto con la creciente participación privada en 
proyectos gubernamentales como una opción rentable y segura. Para lo 
mencionado, se revisarán los puntos a favor y en contra que tiene el proceso 
de las alianzas público-privadas tanto para la eficiencia en la administración 
pública, como en la rentabilidad para la empresa privada. 
 
Como en la mayoría casos las APP nacen de las limitaciones presupuestarias 
del sector público, su primera cualidad es ser un complemento para la 
inversión estatal desde la participación privada. Ésta genera seguridad y 
estabilidad a los proyectos de índole público. Dicho argumento lo refuerza la 
banca multilateral al asegurar que:  
 
 “un mecanismo de asociación público-privada permite al sector privado 
financiar la construcción, las operaciones y el mantenimiento del activo de 
infraestructura y ser remunerado directamente por medio de cargos al 
usuario, indirectamente por la vía tributaria o mediante una combinación 
de ambas modalidades” (Banco Interamericano de Desarrollo, 2017, p. 
12) 
 
Aunado a lo anterior, ratificando la afirmación en comento, Engel, Fischer, & 
Galetovic (2014), exponen que los gobiernos consideran a las APP como una 
forma sin costo, o muy barata, para liberar recursos en inversión pública, que 
pueden ser redirigidos hacia otras necesidades del Estado. En el mismo 
sentido se tiene que las deficiencias de la contabilidad fiscal, ofrecen 
incentivos adicionales, porque este tipo de alianza (APP) no crea 
necesariamente un déficit presupuestario ni se consideran deuda pública ya 
que los privados son los que entran al contrato como un socio y no como un 
prestamista, y las empresas ofrecen eficiencia no solo monetaria, sino en 
tiempos y procesos.  
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Por tanto es dable concluir que con las APP se puede superar el inconveniente 
de la provisión pública, y se puede mitigar las figuras de corrupción, los 
contratos oportunistas, la falta de transparencia, la baja calidad y los líos de 
manutención; en esto radica la esperanza que ponen los gobiernos y las 
empresas en las APP. (Engel1, Fischer, & Galetovic, 2014), por cuanto varios 
de éstos inconvenientes tienen un gran componente monetario sin que sea el 
único. Al respecto considero que también juega un papel preponderante el 
tema cultural pues existen ejemplos en los cuales la corrupción permeo las 
asociaciones público privadas. Por tanto, existen algunos riesgos en visiones 
como las presentadas en el párrafo anterior. Las APP pueden ser un atenuante 
de restricciones e insuficiencias fiscales que limitan la inversión pública, pero 
estas también pueden ser usadas para eludir controles sobre el gasto y 
trasladar la financiación estatal fuera del presupuesto y de los balances de un 
gobierno.  
 
Desde la academia se ha evidenciado que “cuando las administraciones 
nacionales dejan la mayoría de sus responsabilidades a manos de entidades 
privadas, caen en el error de tener que soportar la mayor parte del riesgo que 
entrañan las APP y quizás enfrentar considerables costos fiscales en el 
mediano a largo plazo” (Akitoby, Schwartz, & Hemming, 2007, p. 18) No 
obstante lo anterior, las APP ofrecen la posibilidad de generar mayor eficiencia 
en la prestación de servicios conexos, reduciendo los costos para el Estado.  
 
Dichos planeamientos deben ir de la mano de factores esenciales como lo son: 
a) un marco jurídico claro, b) procesos transparentes para seleccionar las 
alianzas, las partes y contingencias del contrato, c) unas obligaciones 
contractuales claras y estrictas, que determinen el riesgo fiscal que incurre el 
Estado y d) establecer las obligaciones que tiene la empresa privada en el 
acuerdo (Akitoby et al., 2007). 
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Para lo anterior, la planeación es clave al momento de contrarrestar problemas 
como la burocracia y la corrupción. Entidades como el BID aseguran que los 
contratos claros y los pasos adecuados a la hora de entablar una APP, 
disminuyen dificultades causadas por la proyección estatal tardía, procesos 
lentos de adquisición y adjudicación, la obtención de permisos y las 
aprobaciones presupuestales. Además la banca multilateral ve benéficos para 
las partes “cuando se establecen reglas claras entre el sector público y 
privado, la eficiencia de este último beneficia a la inversión estatal” (Banco 
Interamericano de Desarrollo, 2017, p. 22), a lo cual puedo añadir que, como 
paso fundamental y determinante de las claves de éxito de las APP se 
encuentra una correcta asignación de riesgo. 
 
Ahora bien como se manifestó en el capítulo anterior, los ciclos políticos y 
fiscales representan pueden presentar un riesgo para la inversión durante la 
etapa de operación y mantenimiento de las APP y éstos pueden reducir la 
eficiencia de las inversiones, aumentando los costos de los proyectos estatales 
y reduciendo la calidad del servicio. Pese a no ser inmunes al ciclo político, las 
asociaciones público-privadas tienden a introducir disciplina en vista de la 
cantidad relativamente grande de recursos requerida y el compromiso a largo 
plazo que entrañan (Domenech, 2005). En el caso colombiano con la 
aprobación de vigencias futuras que permitan garantizar los recursos aunque 
esto también encuentra con una restricción que genera un equilibrio frente a 
las limitaciones de cuándo se pueden aprobar como las establecidas en la ley.  
 
El compromiso de recursos, las condiciones de mantenimiento y el uso, 
explotación o usufructo de la infraestructura que conlleva las APP, se 
presentan como un beneficio a largo plazo y que contrarresta los retos que 
tienen el mantenimiento y la viabilidad de un proyecto a futuro. Por ejemplo, 
cuando se especifica que el resultado, ya sea de infraestructura o de servicios, 
tiene que ser devuelto al Estado en las mejores condiciones, o existe la 
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demanda de los usuarios para que se mantenga la calidad y del proyecto 
(Peajes, servicios de salud o culturales), es así que con el recaudo y la 
participación se asegura que la empresa privada cumpla con la calidad de lo 
entregado (Engel1 et al., 2014).  
 
En la mayoría de casos de APP las empresas privadas soportan una gran 
cantidad de financiamiento del proyecto. Al ser este sector el que afronta un 
costo de capital más elevado, llegando incluso a ser mucho mayor que 
proyectos de financiación exclusivamente pública. Debido a lo anterior, los 
privados que participan en este tipo de alianza pujan por mejorar las eficiencias 
de costo y la mejora de la calidad del servicio durante la vida del proyecto a fin 
de compensar los costos financieros que se incrementan, (Domenech, 2005). 
 
Cuando existen ingresos por parte del Estado o por parte de los usuarios, éstos 
recursos entran directamente a la alianza, lo que: a) contrarresta distorsiones 
inducidas por los impuestos a las rentas generales, los costos asociados a la 
operación de la burocracia referente al desembolso, la corrupción y las coimas. 
b) dejan de lado las renegociaciones y los sobrecostos amañados que se 
presentan en la contratación estatal. Esto último hace frente a posibles alzas 
en los costos financieros que se puedan presentar en la ejecución y 
mantenimiento de un proyecto (Engel1 et al., 2014). 
 
Por todo lo anterior, para la decisión de emprender, tanto para el Estado como 
para la empresa privada una APP debe adoptarse si está adecuadamente 
justificada. Académicos del Fondo Monetario Internacional sugieren seguir un 
proceso de dos etapas. Primero se debe definir si es conveniente emprender 
un proyecto determinado, a partir de sólidos procedimientos de planificación 
de inversiones y evaluación de proyectos (por ejemplo, usando análisis de 
costo-beneficio). Un paso importante en esta primera etapa es el de clasificar 
todos los proyectos por orden de importancia en función de su rentabilidad 
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(económica o social) y decidir cuáles son asequibles desde el punto de vista 
fiscal y merecen emprenderse (Akitoby et al., 2007) 
 
Las entidades financieras internacionales proponen como importante, decidir 
el tipo de proyecto que se vaya definir y los pasos en de la contratación, esto 
lo muestran como una segunda etapa que sigue para determinar la viabilidad 
del proyecto. En este punto se sugiere utilizar un comprador del sector público 
que indique el costo de la prestación pública, con el fin de determinar la 
cotización más viable y al aliado clave en el sector privado, teniendo en cuenta 
la optimización de recursos y la eficiencia en el gasto.  
 
Tener etapas para definir el mejor aliado es también se considera como clave 
para las APP pues desemboca en lo que se pueden llamar instancias 
sucesivas de aprobación. Dichas fases deben ser supervisadas por los entes 
encargados de la contratación y los respectivos entes de control, es decir, que 
se requiera la autorización de la institución respectiva. La forma para lograrlo 
es determinando por el ciclo de preparación (como la planificación, la 
convocatoria a licitación, la presentación de ofertas y la firma del contrato) para 
que el proyecto avance a la ejecución. Si bien dicho ciclo de preparación tiene 
un tinte burocrático, también hace frente a los problemas en ejecución que 
mencioné anteriormente así como el cumplimiento de la regulación contractual 
estatal. Al respecto la ley colombiana, como se mostrará más adelante, ha 
previsto no solo las etapas para la configuración de las APP, sino que también 
ha presentado el esquema de cómo será el proceso de contratación.  
 
Ahora bien, de los posibles problemas que presentan las APP, se suele citar 
la falta de voluntad política, en la cual, los gobiernos empiezan a dejar 
responsabilidades de un sector, particularmente de la infraestructura, en 
manos de privados, lo que genera costos extras para la ciudadanía (por 
ejemplo, los peajes). Dicha falta de voluntad no solo representa un riesgo para 
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los ciudadanos, sino también para las empresas, que debido a problemas 
políticos pueden acarrear con responsabilidades contractuales y de 
incumplimiento que tiene la burocracia. (Robalino, 2010) 
 
Los obstáculos y particularidades a nivel jurídico son otro riesgo que pueden 
presentar las APP. Debido a que este tipo de alianzas consideran la relación 
de dos sectores que usualmente se contraponen y tienen normativas 
particulares, balancear un modelo legislativo entre el derecho público y el 
privado es un reto. Equilibrar las cargas jurídicas, tiene el objetivo en primera 
medida de regular y disciplinar los procesos, pero especialmente plantea un 
reglamento claro para las contingencias del Estado, como el cambio 
monetario, los rechazos burocráticos o mecanismos públicos de contratación. 
(Robalino, 2010).  
 
De conformidad con lo estudiado, éstos riesgos y contingencias son comunes 
en países que inician a explorar el modelo de APP o que cambian la normativa 
en sus contrataciones, sin embargo, para superar esto se fundamental basarse 
en las guías y documentos producidas internacional, como las del BIP, pues 
basado en experiencias exitosas y aprovechando la facilidad de la obtención 
de la información que se ha generado con la globalización, se puede 
estructurar las APP de una manera eficiente permitiendo aumentar sus logros. 
 
No obstante lo anterior, las empresas pueden encontrar una confianza, en la 
figura utilizada internacionalmente de constitución de garantías del Estado7, 
que se presentan como una forma legítima de respaldo estatal para la 
inversión en infraestructura cuando es aquél quien está en mejores 
condiciones de prever y controlar el riesgo, con lo cual reduce al mínimo su 
costo. De todos modos, según Akitoby (2007) esas garantías suelen acarrear 
                                                          
7 En la contratación Colombiana el estado no es el que expide las garantías únicas de cumplimiento sino 
el beneficiario de las mismas. 
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problemas por cuanto habitualmente no están sujetas al mismo grado de 
escrutinio y control que el que se ejerce sobre el gasto regular a través del 
proceso presupuestario. Los problemas se agravan por el hecho de que a 
menudo las garantías suelen tener consecuencias fiscales considerables, que 
pueden tornarse especialmente graves en momentos de crisis. De ahí la 
importancia de formular una política prospectiva y racional con respecto a las 
garantías, para lo cual la transparencia fiscal es condición previa. 
 
Si bien es cierto no es aplicable en Colombia, frente a esto, la planeación 
fortalece las garantías y disminuye riesgos y por tanto un correcto diseño de 
beneficios y seguros debe tener en cuenta un límite y una duración. 
Particularmente los gobiernos no deberían otorgar avales cuyo alcance exceda 
de lo requerido para lograr sus objetivos. (Banco Interamericano de Desarrollo, 
2017). Lo anterior entra dentro de los mecanismos que dan al sector privado 
incentivos para administrar el riesgo con eficiencia, limitando también el peligro 
que asumen los Estados y el impacto fiscal.  
 
Esta planificación debe estar acompañada de: 1) deducción de franquicias la 
aplicación de límites máximos a la exposición estatal; 2) la exigencia de ofrecer 
bienes en garantía; 3) los períodos de espera previos al pago de 
indemnizaciones; 4) la prioridad de los derechos del Estado sobre los bienes 
en caso de incumplimiento. (Akitoby et al., 2007) 
 
Como principio básico de todo mecanismo para distribuir los riesgos se 
encuentra que cada uno de éstos debe ser soportado por la parte que mejor 
pueda administrarlo y como está establecido esto es una fortaleza en las APP. 
Por ello, los peligros de construcción y operación normalmente deberían estar 
a cargo del sector privado, mientras que el Estado debería asumir los riesgos 
que estén bajo su control, como obviamente es el caso de los riesgos político 
y normativo. Hay también riesgos en los que el Estado podría influir pero que 
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puede o no tener que soportar, como los de demanda, de tipo de cambio y de 
valor residual8. Éstos tienen una responsabilidad compartida y dado el caso lo 
soportan ambos actores para contrarrestarlo. (Akitoby et al., 2007) 
 
Independientemente de la alternativa y reglas que se acuerden en las 
asociaciones público-privadas, los proyectos de infraestructura enfrentan toda 
una serie de riesgos debido a su gran escala y su naturaleza a largo plazo. 
Dichos riesgos comprenden los técnicos, de construcción, operativos, 
financieros, de hechos de fuerza mayor, de índole normativa/política, de 
incumplimiento, ambientales y sociales. Las asociaciones público-privadas no 
son inmunes a ello, por lo cual el diseño de los contratos y la asignación de 
riesgos son cruciales para alcanzar los beneficios previstos. (Banco 
Interamericano de Desarrollo, 2017) 
 
La planeación, hace que los beneficios de las APP sean mucho mayores y los 
riesgos se reduzcan, sin embargo, como lo he argumentado a lo largo del texto, 
no solo son una oportunidad para el desarrollo y para la participación del sector 
privado, dichas alianzas se presentan como una necesidad cada vez más alta 
para acelerar el desarrollo y hacer frente a las limitaciones, particularmente 
presupuestales que pueden tener los gobiernos. Para cada una de las partes 
del contrato en una asociación de este tipo es de vital importancia la 
planeación y las condiciones claras para la ejecución y mantenimiento del 
proyecto. 
 
2.2.2 Modelo de APP compatible con múltiples visiones políticas de 
Latinoamérica 
En América Latina se encuentra una dicotomía entre las administraciones 
públicas encaminadas a mayor participación privada para el gasto público e 
                                                          
8 El valor residual es el que tiene un activo al final de su vida útil. Esto aplica para activos (en este caso 
bienes y servicios públicos) que tienen un periodo claro para ser usados. 
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inversión en desarrollo social. Dentro de las naciones que apoyan la 
privatización de manera más decidida se encuentran, Colombia, junto con 
Chile y Perú, donde existe una promoción de la inversión nacional y extranjera 
en sectores estratégicos del gasto estatal, siendo los que más favorecen 
contrataciones al estilo APP. Existen puntos medios como México y Brasil, los 
cuales tienes unas áreas determinadas para dicha inversión privada (como el 
sector de los servicios de telecomunicación), pero protegen muchas otras 
(como el sector de los hidrocarburos). Acá el modelo británico ya mencionado 
tuvo éxito en las últimas décadas e incluso permitió corregir errores del 
pasado. (Robalino, 2010) 
 
En el otro lado de dicha dualidad están los países que intentan retomar o seguir 
con el control de actividades estatales y no hacer uso de la inversión privada. 
Éstos se caracterizan por limitar el rol que tienen las empresas privadas en el 
desarrollo de política pública. Robalino, asegura que dicha tendencia puede 
tener un origen en el fracaso de las privatizaciones de los años noventa, como 
es el caso ecuatoriano que tiene una fuerte reacción al modelo neoliberal 
debido a las crisis de dicha época. En este grupo entran Argentina, Ecuador, 
Nicaragua y Venezuela según indica este autor. 
 
Durante el final de la década de los 90, Argentina fue pionera en Latinoamérica 
en procesos de privatización y concesión de empresas públicas, innovando en 
la participación del sector privado en procesos públicos. Dicha participación 
era totalitaria, es decir se concedían empresas y tareas completas por parte 
del Estado a los privados. En este sentido se privatizaron varias empresas 
estatales, especialmente las que ofrecían servicios. Dentro estas entidades se 
encontraron empresas de agua potable, telefónicas, Aerolíneas Argentinas, 
etc. También se presentaron casos de concesiones en empresas mineras y de 
hidrocarburos. (Robalino, 2010) 
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Autores como José Vasallo aseguran que las primeras adopciones de modelos 
de privatización no tenían un claro esquema y así fracasaban. Sin embargo, 
aclara que hubo lecciones aprendidas de estas experiencias, haciendo que los 
países que ya habían vivido procesos privatizadores, tenían experiencia y 
reflejaban un mejor progreso en materia de APP. Además los países que no 
tienen el mismo bagaje se han arriesgado a estructurar dicho sistema de 
alianza, dados los buenos resultados en otras naciones de Latinoamérica 
(Vasallo, 2019). 
 
Según las cifras del BID “entre 1992 y 2013, la región de América Latina y el 
Caribe dedicó 2,4% de su PIB a la infraestructura, una inversión 
sustancialmente inferior a la registrada en otras economías. China invirtió en 
el desarrollo de infraestructura 8,5% de su PIB, en tanto que Japón e India 
invirtieron 5% y 4,7%, respectivamente, y la Unión Europea y los Estados 
Unidos, 2,6%”(Banco Interamericano de Desarrollo, 2017, p. 19). Sin embargo, 
desde 2006 se evidencia un incremento en la inversión privada a través de 
APP, lo cual demuestra un crecimiento en la inversión privada en el gasto 
público, llegando a registrarse más de 1000 alianzas que representan un 76% 
de la inversión privada en el Estado, mostrando la eficiencia del tipo de 
contratación a lo largo de los últimos años. (Banco Interamericano de 
Desarrollo, 2017) 
 
A principios de esta década, la OCDE mostró cómo desde la implementación 
de las APP en esta parte del continente al comienzo del siglo se tuvo un éxito 
creciente. En América Latina y el Caribe las inversiones de este tipo de 
contratación pasaron de US$8.000 millones en 2005 a US$39.000 millones en 
2015. Sin embargo, se halló también que la inversión disminuyó por la crisis 
financiera mundial en 2008, superando el descenso en capitales después de 
2010, “donde gobiernos contemplaron nuevamente aumentar las inversiones 
privadas, habida cuenta de las dificultades de incrementar la inversión pública 
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ante la baja de los precios de productos básicos y el aumento de los déficit 
fiscales en la región”.(OCDE, 2012, p. 15). 
 
Las cifras también demuestran que si bien en Latinoamérica hay una 
preferencia por los modelos APP, existen países más amables con la inversión 
privada que otros. Es el caso de Brasil donde respecto al PIB, la inversión de 
este tipo de alianzas es del 65%, le siguen México (11%), Colombia (7%), Perú 
(6,4%) y Chile (5,3%)”.(Banco Interamericano de Desarrollo, 2017). En otros 
países es mucho menor debido a políticas más estatales y crisis financieras. 
 
Entrado el nuevo milenio, muchos cambios más en el desarrollo y la economía 
han motivado las inversiones mediante asociaciones público-privadas en la 
región. Llegando a aumentarse más de dos tercios entre 2004 y 2014, siendo 
clave la crisis financiera mundial de 2008 para dar un impulso mucho más 
grande a la relevancia de este tipo de contratación. Según el BID, durante la 
última década los bancos comerciales representaron más del 50% de la 
inversión privada en infraestructura de la región; seguidos por los bancos 
nacionales con un 13%; las urbanizadoras se llevan un 9%; y por último la 
banca multilateral aportó 7,3% de dicha inversión en gasto público a través de 
APP. (Banco Interamericano de Desarrollo, 2017) 
 
En lo que viene para la región, existe un importante desafío que radica en la 
alta tasa de renegociaciones registradas en ella en los últimos decenios, 
debido en parte a una preparación de proyectos deficiente. Se renegociaron 
casi 70% de los contratos de asociaciones público-privadas en infraestructura 
suscritos en la región en los últimos decenios, así como 92% de los 
correspondientes a proyectos relacionados con el agua. Esas renegociaciones 
pueden ser problemáticas si carecen de transparencia y visibilidad 
pública.(OCDE, 2012). La asignación inadecuada de riesgos tiende a estar en 
la raíz de los procesos de renegociación, como reflejo de una preparación de 
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proyectos defectuosa y una evaluación deficiente del valor del financiamiento, 
todo ello sumado a contratos incompletos o deficiencias normativas, que 
alteran considerablemente los resultados buscados con los proyectos (Guarín, 
2015). 
 
2.3 LAS APP EN COLOMBIA 
 
En el caso colombiano, como en muchos países, las APP parten de una 
necesidad creciente por desarrollar la infraestructura dentro del territorio. 
Dicha prioridad es importante independientemente del sector, ya que es un 
elemento fundamental en la competitividad y el avance económico de un país. 
“Para las empresas son de vital importancia las obras públicas para la 
conectividad de las regiones y puertos con las principales ciudades, así como 
para la prestación de los demás servicios públicos como salud, educación, 
entre otros”(Guarín, 2015, p. 3). Dicha necesidad vuelve a conjugarse con la 
seguridad financiera que provee la contratación con el Estado, que gracias a 
la regulación incentiva la participación de los privados en proyectos de 
infraestructura para el desarrollo. 
 
Para Colombia, la definición de una alianza público-privada se sintetizó en el 
documento CONPES 3615 de 2009, este lo define como:  
 
“Una tipología general de relación público privada materializada en un 
contrato entre una organización pública y una compañía privada para la 
provisión de bienes públicos y de sus servicios relacionados en un 
contexto de largo plazo, financiados indistintamente a través de pagos 
diferidos en el tiempo por parte del Estado, de los usuarios o una 
combinación de ambas fuentes. Dicha asociación se traduce en retención 
y transferencia de riesgos, en derechos y obligaciones para las partes, en 
mecanismos de pagos relacionados con la disponibilidad y el nivel del 
servicio de la infraestructura y/o servicios, incentivos y deducciones, y en 
general, en el establecimiento de una regulación integral de los 
estándares de calidad de los servicios contratados e indicadores claves 
de cumplimiento”. (Departamento Nacional de Planeación, 2009, p. 7) 
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En el citado CONPES también se especifican los contratos en los que cabe 
utilizar dicho tipo de asociación, pero igual con un límite vago y un poco 
general. “Para el diseño y construcción de una infraestructura y sus servicios 
asociados, o su construcción, reparación, mejoramiento o equipamiento, 
actividades todas estas que deberán involucrar la operación y mantenimiento 
de dicha infraestructura. También podrá versar sobre infraestructura para la 
prestación de servicios públicos”.(Guarín, 2015, p. 11). Lo amplio de la 
definición dada es la crítica que se le puede hace a esta legislación, sin 
embargo, tiempo después se empiezan a desarrollar por el Estado con más 
detalle en las modificaciones y aprobación de leyes sobre contratación pública 
y APP. 
 
Posteriormente, con la expedición de la Ley 1508 de 2012, se estableció 
dentro de la definición de las APP la visión que Colombia desea se adopte, 
implantándolas como un instrumento de vinculación del capital privado para 
los proyectos del sector público, como se evidencia en los siguientes términos 
del artículo primero:  
  
“Las Asociaciones Público Privadas son un instrumento de vinculación de 
capital privado, que se materializan en un contrato entre una entidad 
estatal y una persona natural o jurídica de derecho privado, para la 
provisión de bienes públicos y de sus servicios relacionados, que 
involucra la retención y transferencia de riesgos entre las partes y 
mecanismos de pago, relacionados con la disponibilidad y el nivel de 
servicio de la infraestructura y/o servicio.” 
 
Como referencia histórica de participación privada en el Estado Colombiano 
se puede resaltar que la misma vienen desde la configuración de este como 
República y ha ocupado un lugar importante en el desarrollo de la 
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infraestructura nacional, aunque este siempre ha tenido que ver con un tipo 
cercano de concesión9.  
 
Un ejemplo claro de lo anterior es el Decreto del 21 de abril de 1847, por el 
cual el Congreso de la Nueva Granada concedió a todas las personas, que 
realizaran la construcción, reparación, mejoramiento o limpieza de alguna vía 
provincial de comunicación, el derecho a cobrar una tarifa a los beneficiarios 
de dichas vías por un término de veinte años a manera de incentivo. 
(Sepúlveda, 2014) 
 
Para la época de la Nueva Granada el mecanismo para seleccionar al 
concesionario consistía básicamente, en que la persona interesada en realizar 
la construcción o mejora de la obra pública, debía presentar ante la 
gobernación de la provincia respectiva un documento en el que se expusiera 
la naturaleza de la obra, su extensión, el costo de construcción y la cuantía de 
los derechos que pretendía cobrar como retribución, requisito de particular 
trascendencia si se tiene en cuenta que el proyecto surge a iniciativa del sector 
privado, quien además debería estructurar el proyecto. (Escobar, 2017) 
 
Sepúlveda explica además que posteriormente el proyecto pasaba al concejo 
municipal, quien hacía las veces de evaluador y finalmente se escogía un 
contratista. Evidentemente el contrato de concesión tuvo diversas 
modificaciones durante sus desarrollos legislativos posteriores, sin embargo, 
es importante destacar el papel primigenio de esta modalidad de alianza 
                                                          
9 De conformidad con el artículo 32 de la Ley 80 de 1993: “Son contratos de concesión los que celebran 
las entidades estatales con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario la prestación, 
operación, explotación, organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, 
explotación o conservación total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así 
como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o 
servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad concedente, a 
cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la 
participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual 
y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden”. 
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público-privada desde los mismos inicios del periodo Republicano del Estado 
Colombiano, en las concesiones contempladas en Decreto del 21 de abril de 
1847. 
 
Otro antecedente se puede encontrar en la regulación del Estado Colombiano 
para la exploración y explotación de hidrocarburos. Específicamente con el 
denominado contrato de asociación petrolera desarrollado a partir de la 
segunda mitad del siglo XX. En efecto, en el año de 1969 se expidió la ley 20 
que dio vida jurídica a dicha modalidad de contratos, los cuales cabe aclarar 
que acabaron para mitades de la década de los setenta: 
 
“Artículo 12. El Gobierno podrá declarar reserva nacional cualquier área 
petrolífera del país y aportarla, sin sujeción al régimen ordinario de 
contratación y de licitación, a la Empresa Colombiana de Petróleos para 
que la explore, explote o administre directamente o en asociación con el 
capital público o privado, nacional o extranjero. Lo dispuesto en el inciso 
primero de este artículo no afecta las expectativas de derecho creadas 
por propuestas formuladas con anterioridad a la providencia que declare 
la reserva de la zona respectiva.”  
 
Solo hasta el Decreto 222 de 198310, en el cual se habla sobre contratos entre 
la Nación y otras entidades descentralizadas, se consideraron concesiones 
que tuvieran como fin generar una relación entre el sector público y privado. 
Años más tarde con la constitución política de 1991, dentro del marco de la 
apertura económica de los años noventa se fortalece un marco normativo para 
impulsar el desarrollo de la participación privada. 
 
Sin embargo, la figura utilizada en el país no dio los resultados esperados, 
específicamente en el sector de las concesiones viales. En los contratos de 
primera, segunda y tercera generación, que fueron a través de concesión, las 
obras presentaron retrasos y demoras en los tiempos establecidos por 
                                                          
10 Por el cual se expiden normas sobre contratos de la Nación y sus entidades descentralizadas y se 
dictan otras disposiciones. Derogado por la Ley 80 de 1993. 
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cronograma. Lo anterior produjo numerosas pérdidas, demandas y multas 
para las partes involucradas en las concesiones, además estas tuvieron que 
ser renegociadas para lograr el objetivo de inversión pública determinado. 
(Becerra, 2014) 
 
Casi una década después, en 2002 se decide promover la inversión privada 
en áreas antes reservadas al Estado. Las reformas que buscaban dicho tipo 
de apertura tuvieron que ver en un primer momento con las empresas de 
petróleo y minería. Así también se promovió la caída en la inversión estatal en 
empresas de distribución energética y de servicios, como lo fueron Terpel, ISA 
o Telecom. Luego de esto empezamos a ver la figura de APP en este tipo de 
contratación para la extracción, para la infraestructura y para proyectos de tinte 
social como los relacionados con educación y desmovilización de grupos al 
margen de la ley. (Robalino, 2010) 
 
Más recientemente con la entrada en vigencia de la Ley 1508 de 2012 se 
introducen dos modelos de Asociaciones Público Privadas (APP): 1) Los que 
tienen que ver con proyectos de iniciativa pública con recursos públicos; y 2) 
Aquellos que sean estructurados a partir de una iniciativa privada con dos 
divisiones: asociaciones público privadas de iniciativa privada con recursos 
públicos y sin recursos públicos, en donde la entidad resulta ser un socio que 
puede realizar aportes para facilitar la realización de proyectos y el particular 
es quien hace la inversión, a cambio del derecho a la explotación económica 
de esa infraestructura o servicio. El punto dos considera el diseño, con la 
finalidad de crear las condiciones adecuadas para el desarrollo de proyectos 
que vinculen capital privado y que además generen incentivos que garanticen 
el desarrollo, especialmente en infraestructura (Proyecto de Ley160 de 2011, 
Senado de la Republica, 2011). 
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En dicha ley, lo más relevante es considerar que la forma en que se hace una 
alianza entre el Estado y el sector privado es a través de un contrato (el de las 
alianzas público privadas). Es decir, un instrumento para la vinculación de 
capital que da una definición más certera para identificar los elementos y 
particularidades respecto a otros mecanismos que tradicionalmente se han 
usado en el ordenamiento jurídico de nuestro país para financiar obras y 
servicios de interés público con capital privado (Sepúlveda, 2014). 
 
El contrato que se determina en la Ley 1508 de 2012 se presentó como una 
herramienta clara, con unas características y reglas determinadas. Dicho tipo 
de asociación buscó no solo determinar y disciplinar un proceso, también 
incentivó la inversión, que fue de la mano con el desarrollo local de las 
regiones. Para esto, la norma se basó en tener como eje el Derecho 
Anglosajón bajo la figura de APP y corrigiendo algunos errores del pasado 
como el de las concesiones, se empezaron a formar las particularidades de 
casos como el colombiano. (Becerra, 2014) 
 
Para promocionar la propuesta de la Ley 1508 de 2012, el Departamento 
Nacional de Planeación DNP, enfoca el establecimiento de las asociaciones a 
la competitividad. Dicho elemento se basa en responsabilidad conjunta y 
complementaria de los sectores público y privado, bajo la premisa de que el 
Estado provee el servicio público y paga al sector privado por la prestación de 
todos los servicios relacionados, que van más allá de la construcción y el 
mantenimiento de un proyecto. (Becerra, 2014) 
 
Actualmente, las APP se han convertido en uno de los motores de desarrollo 
para Colombia, gracias a las cifras y el crecimiento que se ha dado desde que 
se empezó a definir este tipo de asociación. Así mismo el Estado ha logrado 
adaptarlas para generar mayor inversión pública, no solo en proyectos de 
infraestructura, sino en proyectos sociales muchos que incluso tienen que ver 
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con el proceso de paz y la gestión cultural. También, la diversificación de la 
economía y la entrada de conceptos como Economía Naranja presentadas en 
el actual Plan Nacional de Desarrollo, por lo que se puede afirmar que se ven 
nuevas posibilidades con este tipo de contratación y por tanto la necesidad de 
generar proyectos de este tipo. 
 
2.3.1 La normatividad para asentar la APP en Colombia 
Para este apartado se presentará la legislación existente que tienen en cuenta 
instituciones como el Departamento Nacional de Planeación y La Procuraduría 
al momento de iniciar, aceptar y evaluar proyectos de alianzas público-
privadas, junto con la normativa base para generar contratos con el Gobierno. 
Luego de esto, se puntualizará en la base de dichas leyes y lo que cada una 
de estas aporta a las particularidades que tiene Colombia en materia de 
gestión de obras con la participación de entidades privadas y el aval del 
Estado. 
 
La normativa actual para la regulación de APP es: 
 
 CONPES 3615: “Iniciativa para la modernización y gestión de activos 
fijos públicos” 
 
 CONPES 3760: “Proyectos viales bajo el esquema de asociaciones 
público privadas: cuarta generación de concesiones viales”. 
 
 CONPES 3800: “Modificación al documento Conpes 3760”. 
 
 Ley 1508 del 10 de enero de 2012 “Por la cual se establece el 
régimen jurídico de las Asociaciones Público Privadas, se dictan 
normas orgánicas de presupuesto y se dictan otras 
disposiciones”. 
 
 Ley 1150 de 2007 “Por medio de la cual se introducen medidas para 
la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras 




 Ley 80 de 1993 “Por la cual se expide el Estatuto General de 
Contratación de la Administración Pública”.  
 
 Ley 1882 de 2018 “Por la cual se adicionan, modifican y dictan 
disposiciones orientadas a fortalecer la contratación pública en 
Colombia, la ley de infraestructura y se dictan otras disposiciones”. 
 
 Ley 1955 de 2019 “Por el cual se expide el Plan Nacional de 
Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”. 
Artículos 112- 116. 
 
 Decreto 1467 del 6 de julio de 2012 “Por el cual se reglamenta la Ley 
1508 de 2012”. 
 
 Decreto 100 de 25 de enero de 2013 “Por el cual se modifica el 
Decreto 1467 de 2012”. 
 
 Decreto 301 de febrero 17 de 2014 “Por el cual se modifica el Decreto 
número 1467 de 2012”. 
 
 Decreto 1553 de agosto 15 de 2014 “Por medio del cual se modifica 
el Decreto número 1467 de 2012”. 
 
 Decreto 1610 de 30 julio de 2013 “Por el cual se reglamenta el artículo 
26 de la Ley 1508 de 2012.” 
 
 Decreto 2043 de 15 de octubre de 2014 “Por el cual se modifica el 
Decreto 1467 de 2012”. 
 
 Decreto 063 de 2015 “Por medio del cual se reglamentan las 
particularidades para la implementación de Asociaciones Público 
Privadas en el sector de Agua Potable y Saneamiento Básico”. 
 
 Resolución DNP 3656 de 20 de diciembre de 2012 “Por la cual se 
establecen parámetros para la evaluación del mecanismo de 
asociación público privada como una modalidad de ejecución de 
proyectos de qué trata la Ley 1508 de 2012 y el Decreto número 1467 
de 2012”. 
 
A finales de la primera década de este siglo, desde el DNP se empezaron a 
tener en cuenta las alianzas público-privadas como figura de gestión de 
proyectos con participación privada. El 28 de septiembre de 2009 el Consejo 
Nacional de Política Económica y Social República de Colombia y 
Departamento Nacional de Planeación, expidieron el documento CONPES 
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3615 de 2009, denominado “Iniciativa para la modernización y gestión de 
activos fijos públicos”, el cual se presenta como la base para reglamentar la 
participación privada, la contratación pública y la gestión de recursos para 
proyectos de inversión estatal, no solo en materia de infraestructura sino en 
otra clase de servicios de largo plazo. 
 
Posteriormente con el CONPES 3760 se tienen en cuenta las asociaciones 
público-privadas para proyectos viales de cuarta generación, se empezaron a 
tener en cuenta reglas contractuales para la proyectos bajo dicha modalidad. 
Esta reglamentación empezó a evolucionar con el CONPES 3800, el cual tuvo 
en cuenta particularidades al momento de contratar proyectos de 
infraestructura para modificar al CONPES 3760, pese a esto, la 
reglamentación clara para todos los casos de APP se tuvo en cuenta en el año 
2012 donde se planteó la normativa en esta materia. 
 
La implementación de la Ley 1508 de 2012, brindó un régimen jurídico para 
las Asociaciones Público Privadas, también dictó normas orgánicas de 
presupuesto y establece otras disposiciones. Esta reglamentación definió a la 
asociación público privada, como “un instrumento de vinculación de capital 
privado, que se materializan en un contrato entre una entidad estatal y una 
persona natural o jurídica de derecho privado, para la provisión de bienes 
públicos y de sus servicios relacionados, que involucra la retención y 
transferencia de riesgos entre las partes y mecanismos de pago, relacionados 
con la disponibilidad y el nivel de servicio de la infraestructura y/o servicio”. 
 
En ese sentido, el concepto de APP que describe la Ley 1508, ofreció una 
novedad clave para la vinculación de capital privado al Estado a través del 
instrumento de un contrato establecido con normas claras. Lo anterior se dio 
con el fin de identificar y marcar límites claros entre formas tradicionales con 
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las que el ordenamiento jurídico colombiano financiaba obras de política 
pública con capitales privados. 
 
Los ajustes que se han hecho a lo largo del tiempo a dicha normatividad 
responden a las particularidades y la libertad legislativa que existe en países 
como Colombia para adaptar el mecanismo de la mejor forma a las 
condiciones nacionales. 
 
Lo que establece la Ley 1508 de 2012 y el Decreto reglamentario 1467 de 
2012, tiene que ver con una idea global acerca de las APP como un 
instrumento de colaboración y como un esquema institucional, que permitía la 
convergencia entre el sector público y privado para generar competitividad, “en 
la cual el privado es quien construye la obra y su retribución estará 
condicionada al cumplimiento de ciertas condiciones”(Escobar, 2017, p.7). La 
premisa anterior es clave para entender la diferencia entre las APP y los 
contratos de concesión y una de las novedades más importantes de la 
normatividad propuesta hasta el momento.  
 
Para Blanca Sepúlveda, la regulación y el avance que dicta la normativa 
planteada en la ley 1508 de 2012 radica en dos puntos de vista: El primero, 
tiene que ver con el ordenamiento jurídico colombiano y su promoción de la 
participación activa del sector privado en la ejecución de obras y servicios de 
interés público. En segunda instancia, el concepto intrínseco de las APP, las 
cuales defienden los esquemas de participación público-privada relativamente 
innovadores en la gestión de proyectos públicos ya que ofrecen alternativas 
claras a los distintos mecanismos de concesiones. (Sepúlveda, 2014) 
 
En el tema de concesiones, la Constitución Política de Colombia ofreció 
generosos espacios de participación del sector privado para prestar servicios 
y realizar obras de infraestructura, contratos en los cuales se dejaba toda la 
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responsabilidad a las empresas, e incluso se llegaron a políticas 
privatizadoras. No obstante, con la Ley 1508 de 2012 se limitaron los contratos 
en los cuales el Estado encargaba al sector privado de toda la gestión de un 
proyecto. Aunado a lo anterior, se ofrecieron amplias alternativas de alianzas 
público-privadas para generar lo que el DNP denominó “responsabilidad 
complementaria”11 entre las empresas y las entidades gubernamentales. 
(Becerra, 2014) 
 
Según el DNP, la responsabilidad complementaria se convirtió en la base para 
promover las iniciativas de APP equilibradas. Bajo la premisa de que el sector 
púbico provee un servicio de interés general y paga al sector privado por la 
prestación de todos los servicios relacionados al proyecto, desde temas de 
planeación, pasando por la ejecución de infraestructura y el mantenimiento, el 
Estado paga de forma monetaria o con la explotación económica por 30 años 
del proyecto en cuestión. (Becerra, 2014) 
 
Escobar señala que la responsabilidad compartida, fue clave en el sistema de 
integración mundial a través de APP, el cual buscó dejar de lado un modelo 
tradicional de contratación en el cual los Estados asumen los riesgos, por 
ejemplo el aumento en los costos de transacción, el retraso en las obras, las 
eventualidades en mantenimiento y los problemas con sobrecostos. Lo 
anterior “genera una ventaja dentro del marco contractual, puesto que permite 
que la administración comparta riesgos con el particular; si bien no los traslada 
totalmente, éstos se resumen de manera compartida, a diferencia del esquema 
habitual de contratación” (Escobar, 2017, p. 8) 
 
                                                          
11 En las APP en Colombia la responsabilidad complementaria considera que no se debe dejar toda la 
carga al sector privado al momento de hacer una alianza, ni recurrir a él por simplemente el factor 
económico. El sector público tienen unas capacidades y necesidades que complementa con los servicios 
o recursos que requiera de las empresas privadas en cada caso particular. 
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2.3.2 Generalidades y tipos de APP. 
En la ley 1508 de 2012 se proponen dos tipos de APP y así se reglamentan 
las mismas:  
 
1) Las APP de iniciativa pública, se dan cuando la idea conceptual de un 
proyecto se estructura por alguna entidad pública, que requiere la participación 
del sector privado para su ejecución. En este caso la fuente de los recursos 
parte del Estado y se complementa con la explotación económica de la APP, 
la inversión de la empresa o consorcio privado o una combinación de recursos.  
 
2) Las asociaciones de iniciativa privada, en estas la idea base y la propuesta 
para el proyecto parte del sector privado. Acá el privado tiene la 
responsabilidad de realizar, por su propia cuenta y riesgo, la estructuración del 
proyecto sin obligación del público a reconocerle los costos asociados. Una 
particularidad para este caso es que al ser un bien de interés público se puede 
pedir una ayuda base del Estado de 30%. 
 
Respecto de las generalidades contractuales de las APP como requisito 
principal se establece que solo se podrán desarrollar cuando el monto de 
inversión sea superior a 6.000 SMMLV y su plazo máximo será de treinta (30) 
años, incluidas las prórrogas que se pueda llegar a suscribir. No obstante lo 
anterior en caso de necesitarse, dada la estructuración financiera del proyecto, 
es requisito contar con un concepto favorable por parte del Consejo Nacional 
de Política Económica y Social, CONPES. Sin embargo, la ley regula una 
diferencia para las APP de iniciativa pública al establecer en el artículo 13 que:  
 
En los contratos para la ejecución de proyectos de asociación público 
privada de iniciativa pública, las adiciones de recursos del Presupuesto 
General de la Nación, de las entidades territoriales o de otros fondos 
públicos al proyecto no podrán superar el 20% del valor del contrato 
originalmente pactado. En dichos contratos, las prórrogas en tiempo 
deberán ser valoradas por la entidad estatal competente. Las solicitudes 
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de adiciones de recursos y el valor de las prórrogas en tiempo sumadas, 
no podrán superar el 20% del valor del contrato originalmente pactado. 
 
Ahora bien, una particularidad interesante en materia contractual, ya que no 
está prevista para los contratos estatales reglados por la Ley 80 de 1993, es 
la establecida en el artículo 7 de la Ley 1508 de 2012 en la cual se instituye 
que: “Sólo se podrán hacer adiciones y prórrogas relacionadas directamente 
con el objeto del contrato, después de transcurridos los primeros tres (3) años 
de su vigencia y hasta antes de cumplir las primeras tres cuartas (3/4) partes 
del plazo inicialmente pactado en el contrato.”  
 
Respecto de las retribuciones para los privados, la normatividad establece el 
derecho al recaudo de recursos por la explotación económica del proyecto, a 
recibir desembolsos de recursos públicos o a cualquier otra retribución, sin 
embargo, este derecho estará condicionado a la disponibilidad de la 
infraestructura, al cumplimiento de niveles de servicio, y estándares de calidad 
en las distintas unidades funcionales o etapas del proyecto, y los demás 
requisitos que determine el reglamento. 
 
Ahora bien, la normatividad también establece que “El Departamento Nacional 
de Planeación administrará y reglamentará la operación del Registro Único de 
Asociación Público Privada, RUAPP, el cual será público y en el que se 
incorporarán los proyectos que el Gobierno Nacional o las entidades 
territoriales considera prioritarios, los proyectos de Asociación Público Privada 
en trámite tanto a nivel nacional y territorial, su estado de desarrollo, los 
proyectos de Asociación Público Privada que han sido rechazados.  
 
Cabe resaltar que en los contratos para el desarrollo de proyectos de 
Asociación Público Privada incluirán las cláusulas excepcionales, propias de 
la contratación pública tales como la de caducidad, terminación unilateral y las 
demás establecidas en la ley. 
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2.3.2.1 APP de iniciativa pública definidas en la Ley 1508 de 2012 
Con este tipo de APP la idea inicial es desarrollar cualquier proyecto de 
infraestructura, trasporte, social o productivo, partiendo de una iniciativa 
pública, pero involucrando al sector privado en la ejecución de forma 
equitativa, es decir, la idea del proyecto nace de una entidad Pública que 
evidencia una necesidad, desea suplirla o desarrollarla pero para lo mismo 
necesita a un privado que aporte su conocimiento y capital.  
 
Al momento de estudiar la viabilidad de los proyectos, las entidades 
territoriales son las encargadas de este tipo de evaluación, así como la 
pertinencia, social y ambiental del mismo. “Si el proyecto resulta viable se 
procede a realizar la estructuración técnica, legal y financiera y el análisis de 
riesgos del mismo. Luego de tener la matriz de riesgos arrojada por el proyecto 
se define la modalidad de contratación, donde podrá ser licitación pública bajo 
la ley 80 de 1993 o licitación por APP” (Herazo, 2014, p. 31) 
 
Para elegir la oferta más viable, se tienen en cuenta factores técnicos y 
económicos y la ponderación de éstos, junto con una evaluación basada en 
los pliegos de condiciones referentes al proceso de selección del contratista. 
Con lo anterior se escoge el aliado más favorable para la entidad encargada 
del proyecto, luego de esto dicha institución define los niveles de servicio, los 
estándares de calidad, el ingreso esperado, las unidades funcionales y los 
indicadores que debe cumplir el privado al que se le adjudica el contrato. 
 
2.3.2.2 APP de iniciativa privada definida en la Ley 1508 de 2012.  
Debido a que las APP facilitan la provisión y mantenimiento a largo plazo de 
infraestructura y bienes públicos, dentro de unos parámetros de disponibilidad 
y calidad pactados, para prestar un servicio a los ciudadanos, el sector privado 
puede proponer iniciativas que no solo sean una oportunidad de inversión sino 
que a largo plazo mejoran la competitividad del país. En este tipo de iniciativa 
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“la ley le permite al privado la estructuración de proyectos de infraestructura 
pública, siempre y cuando todos los costos asociados a dicha estructuración 
sean asumidos por el privado”(Herazo, 2014) 
 
En este caso, se tiene previsto dos etapas en las cuales el privado inicia el 
proceso presentando un estudio de prefactibilidad ante la entidad pública 
competente. El Estado tiene aproximadamente tres meses para responder al 
proyecto presentado sin que esto genere ningún derecho alguno para el 
particular ni obligación para el Estado quién podrá rechazar la iniciativa u 
otorgar su concepto favorable para que el originador de la propuesta, continúe 
con la estructuración del proyecto e inicie la etapa de factibilidad. 
 
Luego de presentado y de contar con el concepto favorable, el privado debe 
seguir con la segunda etapa presentando los estudios de factibilidad, los 
cuales se suman a los requisitos que tienen las entidades gubernamentales 
en Colombia. La aprobación de éstos estudios dura mínimo dos meses. En 
caso de que se acepten tales estudios y se llegara a un acuerdo entre las 
partes, se define la fuente de los recursos para la ejecución del proyecto y ahí 
se define por cuál de las dos subcategorías de este tipo de APP se regirá el 
proyecto.  
 
2.3.2.2.1 APP de iniciativa privada con recursos públicos.  
En línea con lo anteriormente explicado, una vez se llegue a un acuerdo en el 
que se establezca la necesidad de desembolsos de recursos públicos, la 
Entidad deberá iniciar un proceso de licitación pública mediante el cual 
seleccionará al contratista. En dicho proceso se establecerá que para el 
originador de la propuesta se le dará una bonificación en la calificación la cual 
oscilará entre el 3% y 10% en su calificación inicial dependiente de la 
complejidad y tamaño del proyecto. Si el originador no resulta seleccionado 
para la ejecución del contrato, deberá recibir del adjudicatario el valor que la 
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entidad pública competente haya determinado, antes de la licitación, como 
costos de los estudios realizados para la estructuración del proyecto. 
 
Aunado a lo anterior la Ley, al respecto de este tipo de APP, establece 
que los recursos del Presupuesto General de la Nación, de las entidades 
territoriales o de otros fondos públicos, no podrán ser superiores al 30% 
del presupuesto estimado de inversión del proyecto y no podrá ser 
superior al 20% del presupuesto estimado de inversión para los proyectos 
de infraestructura vial de carreteras.  
 
Respecto de las modificaciones contractuales se establece que las adiciones 
de recursos al proyecto no podrán superar el 20% de los desembolsos de los 
recursos públicos originalmente pactados y las prórrogas deberán ser 
valoradas por la entidad estatal competente. 
 
Es importante para este trabajo mencionar que, para las APP de este tipo 
desarrolladas por entidades de nivel territorial se regirá adicionalmente por las 
reglas que la ley establece, tales como:  
 
2. Para todos los efectos, los ingresos futuros comprometidos en este tipo 
de contratos afectarán la capacidad de pago definida en la Ley 358 de 
1997 y las normas que la modifiquen y complementen. 
 
3. La entidad territorial deberá identificar la fuente de financiación del 
contrato de tal manera que los ingresos corrientes comprometidos en la 
financiación del mismo serán descontados de los ingresos corrientes 
empleados para calcular los indicadores de capacidad de pago, 
establecidos en la Ley 358 de 1997. Los recursos de crédito que puedan 
ser necesarios para financiar las vigencias futuras comprometidas se 
sumaran al saldo de la deuda que determinen los indicadores de 
capacidad de pago, fijados en la Ley 358 de 1997. 
 
4. Cuando el proyecto se financie con cargo a ingresos corrientes de libre 
destinación, los mismos, no podrán ser considerados como de libre 
disposición en los términos de la Ley 617 de 2000. 
 
5. Solo se podrán desarrollar proyectos de asociación público privada 
consistentes con los objetivos de los planes de desarrollo territorial. 
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6. (Numeral modificado por el artículo 113 de la Ley 1955 de 2019). La 
autorización por parte de la Asamblea o Concejo respectivo, para asumir 
obligaciones con cargo al presupuesto de vigencias futuras para 
proyectos de Asociación Público Privada podrá efectuarse en cualquier 
momento y superar el período de Gobierno del respectivo gobernador o 
alcalde. El plazo de dicha autorización no podrá exceder el plazo previsto 
en el artículo 6o de la Ley 1508 de 2012. 7. Las vigencias futuras que se 
expidan deberán cumplir las normas vigentes que regulan la materia y los 
parámetros previstos en el presente artículo, incluyendo la aprobación 
previa de la valoración de riesgos y pasivos contingentes por parte del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 
Estas vigencias futuras podrán ser aprobadas en el último año de 
Gobierno, hasta por el plazo de duración del proyecto respectivo. 
 
Esta última disposición se encuentra encaminada a regular uno de los 
inconvenientes de las APP descritos anteriormente referente a los cambios de 
administración y lo expuesto en el primer capítulo respecto de los porcentajes 
de inversión que cada gobierno territorial va estableciendo según su línea. Por 
tanto, la normatividad colombiana previendo los cambios descritos 
establecieron dichas reglas para garantizar la viabilidad financiera del proyecto 
de gran envergadura que representa las APP, lo cual también da confianza al 
privado.  
 
2.3.2.2.2 APP de iniciativa privada sin recursos púbicos. 
La modalidad de contratación de esta iniciativa depende de una inversión 
asumida por el privado, por tanto “Si la inversión del proyecto será 100% con 
capital privado se publicará el proyecto y los acuerdos establecidos entre las 
partes, si luego de esta publicación resulta un tercero que tenga interés en el 
proyecto se deberá dar apertura a un proceso de selección abreviada de 
menor cuantía para la adjudicación del mismo.(Herazo, 2014). En caso de que 
no existan terceros interesados en entrar a la alianza, se contrata directamente 
con la empresa privada que presentó la iniciativa. 
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En caso de existir terceros interesados en el proyecto deberán manifestarlo y 
presentar una garantía12 de ello, así como acreditar la capacidad integral para 
desarrollar el proyecto acordado; todo esto se realiza médiate la página del 
Sistema Electrónico para la Contratación Pública. Al presentarse lo anterior, la 
Entidad deberá abrir un proceso de selección abreviada de menor cuantía con 
precalificación.  
 
No obstante lo anterior, en el caso de que el proponente originador del 
proyecto no llega a ser seleccionado la ley de la oportunidad de que dentro los 
diez (10) días hábiles desde la publicación del informe de evaluación, presente 
una oferta que mejore la propuesta del proponente mejor calificado y en de 
que se cumplan los requisitos se adjudicará a este; pero si por el contrario el 
proponente originador del proyecto no es el adjudicatario del mismo, tiene el 
derecho recibir por parte del adjudicatario el valor que la entidad estatal haya 
aceptado como costo de los estudios realizados en el proceso de 
estructuración del proyecto.  
 
En cuanto a las modificaciones contractuales viables en este tipo de APP, se 
regula que todas son viables excepto que no podrán realizarse modificaciones 
para contemplar la inyección de recursos públicos dentro del mismo y sólo 
podrán prorrogarse hasta por un 20% del plazo inicial.  
 
2.4 APP PARA LA GESTIÓN CULTURAL EN COLOMBIA 
 
La reglamentación en materia de alianzas público-privadas, con la ley 1508 de 
2012 y sus modificaciones sirvió como un derrotero para implementar 
proyectos, que se pensaron principalmente para la infraestructura vial del país. 
A pesar de esto, con el paso del tiempo han servido para implementar 
                                                          
12 Una póliza de seguros, un aval bancario u otros medios autorizados por la ley. 
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propuestas de servicios y otras iniciativas para diversos proyectos de interés 
público. Como expondré en el siguiente apartado, existen incluso proyectos de 
infraestructura donde la construcción y los servicios del proyecto se 
desarrollan de una mejor forma uniendo esfuerzos del sector público y el sector 
privado. 
 
Como se ha tratado a lo largo del texto, las alianzas público-privadas, se han 
mostrado como un alternativa viable para la participación privada en bienes de 
interés común, evolucionando para ofrecer a los Estados eficiencia, progreso 
y alivianando la carga presupuestal y de riesgos para su desarrollo. Dentro de 
la mayor parte de la literatura sobre este tema, se encuentra que su aplicación 
se hace principalmente en temas de infraestructura vial, sin embargo, más 
recientemente se han demostrado sus beneficios para temas de 
infraestructura de servicios, promoción educativa, de salud y gestión cultural. 
 
Las ventajas de la participación privada a través de APP se vieron desde 
entidades multilaterales como la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), la cual, a través de iniciativas 
como la Alianza Global para la Diversidad Cultural y la Red de Ciudades 
Creativas, destacó la importancia de promover APP como modelo para que 
la industrias culturales y creativas sean motores del crecimiento 
económico. Dicha propuesta se dio luego de que en la Convención Sobre la 
Protección y la Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales del 
año 2005, se expusieran las ventajas de dicho tipo de contratación 
especialmente en países en vía de desarrollo, ya que la integración de la 
sociedad civil, las empresas privadas y el Estado era clave para un desarrollo 
cultural integral. (UNESCO, 2005) 
 
Las entidades de las Naciones Unidas encontraron, que la creciente economía 
basada en industrias culturales, especialmente en países desarrollados, ha 
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tenido distintos problemas para alcanzar su máximo potencial ya que se 
encuentran con obstáculos como la burocracia, la frágil estructura institucional 
y política, los bajos niveles de capacidad empresarial, el escaso valor añadido, 
la excesiva dependencia de empresas extranjeras y la infracción hacia los 
derechos de autor. Acá vemos cómo las APP brindan soluciones, no solo para 
superar temas de burocracia, sino que unen cantidad de conocimientos, 
contactos e información de los sectores público y privado y la sociedad civil. 
 
Es así que la experiencia de la UNESCO en el fomento de APP para las 
industrias culturales y creativas, muestra que deberían considerarse más bien 
como inversiones en desarrollo humano que como subsidios. “El desarrollo de 
este sector también exige la participación directa de la empresa privada y las 
asociaciones profesionales en la búsqueda del equilibrio entre intereses 
públicos y privados. Tales asociaciones son el camino hacia un futuro mejor, 
no sólo porque proporcionan recursos financieros adicionales, sino también 
porque trabajan directamente con el sector privado en la estructuración y el 
desarrollo de mercados para bienes y servicios culturales”(UNESCO, 2005, p. 
21). Esas colaboraciones poseen un fuerte componente tanto multilateral 
como multisectorial, el cual es fundamental para la sostenibilidad del desarrollo 
cultural, social y económico, y la reducción de la pobreza. 
 
En países como Holanda, el progreso de los museos y teatros públicos ha sido 
notable por medio de un marco institucional que condiciona la entrega de 
subvenciones a la obtención de resultados por parte de los gestores privados, 
bajo el modelo APP. La gestión de los privados en Países Bajos de bienes 
culturales públicos, se combinan con iniciativas de industrias culturales que 
aprovechan los espacios del Estado dedicados a la promoción del arte, y a su 
vez los privados promueven iniciativas de mantenimiento y promoción de 
nuevos lugares públicos para la cultura (Alfaro, 2015). Es precisamente en 
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este contexto que se realiza la propuesta de APP para el Distrito Capital que 
expondrá en el siguiente capítulo.  
 
En ese sentido el Ministerio de Cultura Español a finales de la década pasada, 
siguiendo iniciativas multilaterales, presentó un plan de fomento de industrias 
culturales, en el cual se reconocía como base para dicha promoción, crear 
instrumentos de financiación que fomentaran la actividad emprendedora y el 
interés por participar en la gestión cultural pública. Elvira Marco y Jaime Otero, 
argumentan que esta iniciativa pretendió fomentar la colaboración público-
privada y su mayor aplicabilidad se da a través de formato de APP, “ya que las 
ideas de las empresas y los planes estatales ayudan a la promoción de nuevos 
talentos e ideas creativas, mostrándose como uno de los mejores instrumentos 
financieros para encubar proyectos entre los privados y el gobierno”(Marco & 
Otero, 2010, p. 6) 
 
Esta iniciativa de colaboración pública y privada también tuvo gran éxito en 
administraciones locales y territoriales, especialmente en materia de turismo. 
Gracias al gasto y la mejora de la infraestructura en las ciudades pequeñas 
debido al impulso de iniciativas privadas y al auge de turistas, dicho sector 
adquirió un gran protagonismo en materia de APP a nivel regional en el país 
ibérico. Además, los grandes acontecimientos culturales de proyección 
internacional como la Capitalidad Cultural Europea, las Exposiciones 
Internacionales, los festivales de cine, música o literatura y las grandes 
competiciones deportivas son instrumentos de proyección internacional, que 
parten de entidades privadas y se ponen al servicio de las ciudades y su 
crecimiento cultural. (Marco & Otero, 2010) 
 
Para generar las alianzas, en España se pensaron complementos para la 
financiación en materia cultural que daban las cajas de ahorro donde se 
alberga el presupuesto regional. Al principio se ofrecían concesiones y 
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beneficios fiscales a las empresas que generaran infraestructura y proyectos 
culturales. No obstante cuando se hacen alianzas para eventos culturales de 
forma APP, no solo existen más beneficios fiscales, sino la entrada de los 
privados a planes de proyección de las ciudades como el proyecto de 
modernización de Zaragoza. (Marco & Otero, 2010) 
 
En el caso latinoamericano, países como Perú tienen normas como el Decreto 
Legislativo 1198, del Ministerio de Cultura de dicho país, el cual promueve 
convenios de gestión cultural con entidades privadas, inicialmente para 
administrar yacimientos arqueológicos, especialmente los turísticos. Este tipo 
de participación “logró entre 1994 y 2012 mejorar la conservación de los 
yacimientos arqueológicos, incrementar el flujo turístico del lugar de 2.000 
visitantes anuales a 122.000 y multiplicar los restaurantes campestres de 
alrededor de 5 a 43”(Alfaro, 2015, p. 3). En dichas cifras también se muestra 
como la investigación se ha mejorado, así como el desarrollo local de las zonas 
cercanas a la conservación. En este sentido recordemos como el ejemplo 
presentado de GC en Colombia correspondiente al de la Corporación Parque 
Arví, logra también integrar la explotación turística del material arqueológico a 
su cargo no solo como beneficio económico sino de divulgación cultural.  
 
En Perú, las APP fueron claves para evitar ciertos problemas que vienen con 
la privatización y el turismo en lugares de patrimonio. Santiago Alfaro 
argumenta que el equilibrio fue la base para que la rentabilidad empresarial, 
resultara segura para la conservación. Además se garantizó que existieran 
planes claros y eficientes de responsabilidad social e histórica en los lugares 
turísticos. Lo anterior para que la inversión privada no llegue a sustituir a la 
pública, sino que estas se complementen, con el fin de contrarrestar 
problemas, así ser responsable con el patrimonio y evitar que la privatización 
deje de lado el interés común. 
74 
“La literatura especializada en el tema sugiere que las alianzas público-
privadas, en esta materia, para ser exitosas, deben encontrar un equilibrio 
entre el valor cultural y el valor económico del bien patrimonial, y entre los 
intereses de todas las partes involucradas con relación a los tres 
componentes “r” en juego: recursos, responsabilidades y riesgos. Ello 
demanda que el sector público sea capaz de viabilizar y de regular la 
inversión privada, de modo que logre ofrecer un mejor servicio a los 
ciudadanos, sin mayores costos”.(Alfaro, 2015, p. 5) 
 
Alfaro demuestra que las condiciones claras en materia de APP, generan que 
la participación privada en temas culturales como el turismo arqueológico y la 
conservación aumenta el crecimiento económico de este sector, pero además 
conserva el interés público. En Latinoamérica, los países han trascendido el 
debate a no centrarse si el sector privado debe gestionar el patrimonio o no, 
sino en las condiciones que tendría para hacerlo y en las capacidades, 
prácticas y legales, que debe tener la entidad estatal encargada de preservar 
los bienes históricos, para mantener la responsabilidad del Estado en la 
gestión de los bienes comunes.  
 
Desde la perspectiva de los privados, existen proyectos culturales con una alta 
rentabilidad económica. Cuando una empresa privada se alía con el Estado, 
los riesgos no solo disminuyen, sino que se puede participar en factores 
externos como la infraestructura y el manejo de capital humano. Las ventajas 
se complementan cuando se le agrega el creciente valor agregado que 
generan las tradiciones, la historia y la cultura local, especialmente de países 
en vía de desarrollo, que diversifican sectores como el turístico, el artístico y 
el de la moda. (Castells, 2009, p. 4) 
 
En Colombia las grandes obras de infraestructura vial, especialmente las 
carreteras 4G, son banderas de la participación privada a través de APP ya 
que son los proyectos más grandes para el desarrollo del país. Sin embargo, 
en materia cultural, existen proyectos de infraestructura, los cuales, basados 
en su gestión y administración, generan alianzas para la promoción industrias 
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creativas. En este marco uno de los proyectos más grandes es el de la 
rehabilitación, operación y el mantenimiento del Coliseo el Campin o Arena 
Movistar. 
 
El contrato No. IDRD- APP- IP 001 de 2015, fue entregado al inversionista 
privado Colombiana de Escenarios S.A.S. consorcio integrado por Tu Boleta 
(Colombia) y H.L.R GROUP (Chile), con el objetivo de realizar la renovación 
arquitectónica, actualización, operación y mantenimiento del Coliseo El 
Campín, durante 25 años. “El costo total de la APP fue de $70.000 millones de 
pesos que correspondían al costo directo de la obra con un valor de $54.264 
millones de pesos y los costos indirectos (preoperativos, licencias y servicios) 
por $15.736 millones de pesos” (Concejo de Bogotá, 2018).  
 
La luego nombrada Arena Movistar (antes Coliseo cubierto el Campín), fue 
nombrada por el Gobierno Nacional como la primera obra “Naranja” (haciendo 
referencia las industrias creativas), que se entregó en Colombia. Dicho nombre 
se otorgó luego de que la APP recibiera el apoyo de la empresa de telefonía 
multinacional Movistar, como patrocinador por los 23 años que le quedaban 
de duración al proyecto. Las empresas, tienen la administración y los 
beneficios del lugar compartidos con el Instituto Distrital de Recreación y 
Deporte (IDRD), el cual además tiene el escenario un día al mes para su 
disposición. (Concejo de Bogotá, 2018) 
 
La unión de industrias del espectáculo como Tu Boleta, entidades del Distrito 
y empresas de tecnología, hicieron que problemas del coliseo fueran 
solucionados. Los servicios tecnológicos y logísticos los provee la APP y el 
patrocinador entrante provee los servicios de conectividad pública para los 
asistentes al lugar. Además está la administración de eventos durante el 
tiempo de duración de la alianza, en la que se combina la estabilidad Estatal 
con una creciente demanda cultural de la ciudad de Bogotá. 
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Ahora bien, un ejemplo de fortalecimiento de las APP, es el encontrado en el 
caso del plan de desarrollo, “Medellín cuenta con vos (2016-2019)”, se hace 
una declaración formal de la intención del gobierno local de promover el uso 
de alianzas público-privadas para atender algunos problemas públicos para lo 
cual la alcaldía definirá un vehículo especial que buscará y promoverá los 
mecanismos necesarios para garantizar la financiación de los proyectos. El 
objetivo de la iniciativa es mejorar la calidad de vida de los habitantes de 
Medellín y sus regiones aledañas en el largo plazo, generando gran impacto 
en el desarrollo de la ciudad. (Henao, 2014).  
 
La apuesta de la ciudad de Medellín por las APP, se ve en proyectos de 
infraestructura cultural como el contrato para el mantenimiento, adecuación y 
gestión del Estado Atanasio Girardot, impulsado por el Instituto de Deportes y 
Recreación de Medellín (INDER) en el proyecto 6.3.1.3 del plan “Medellín 
Cuenta con Vos”. La gestión de eventos culturales y deportivos junto con la 
promoción de la actividad física en la vía olímpica son algunos de los objetivos 
de este proyecto que se pretende impulsar por la vía de las APP. 
 
Otro proyecto en la ciudad de Medellín es el aprovechamiento y gestión de las 
Plazas de Mercado como territorio cultural y de integración. Dicho proyecto no 
solo tiene como objetivo la gestión de infraestructuras que permitan la 
integración social y comercial en las plazas, sino la apropiación cultural de las 
mismas a través de actividades que vayan más allá de lo comercial. (Henao, 
2014). En este mismo marco el “Plan especial de manejo y protección del 
Barrio Prado”, busca la restauración patrimonial de dicho sector, pero 
enfocada en la conservación para el turismo. 
 
Así mismo en ciudades donde la mayor actividad es el turismo, como en la 
costa norte de Colombia, la Comisión Regional de Competitividad de 
Cartagena y Bolívar mediante el Decreto Departamental No. 651, pensó en las 
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APP como una forma de integrar al sector público y privado junto con la 
academia para generar competitividad en materia de industrias culturales en 
la región. (Cámara de Comercio de Cartagena, 2017). En dicho marco, una 
iniciativa privada para la cultura se ideó el Festival Internacional de Cine de 
Cartagena (FICCI13). 
 
FICCI es un ejemplo clave en materia de gestión de recursos para la cultura a 
través de APP ya que según su directora, Lina Rodríguez, los $12.000 millones 
que cuesta el festival más la logística se gestionaron gracias a 100 Alianzas 
Público-Privadas, divididas así para ejecutar de mejor forma cada parte del 
evento. El proyecto en su totalidad no recibió un apoyo directo por parte de 
entidades Estatales y fue necesario gestionar cada parte de los recursos por 
este tipo de alianzas cortas.(M. González, 2017) Para ediciones siguientes el 
festival se empezó a estructurar con apoyos claros del Ministerio de Cultura, 
el Ministerio de Industria y Comercio, la Gobernación de Bolívar, el Centro de 
Formación de la Cooperación Española y FONTUR, llegando a ser 
considerado por la Cámara de Comercio como la alianza insignia de la gestión 
cultural de Cartagena. 
 
Como conclusión de este capítulo hay que resaltar que el modelo APP 
evoluciona constantemente con el desarrollo de Colombia y el mundo, 
adecuándose no solo a necesidades públicas sino a ideas de la sociedad civil 
y las empresas privadas para incentivar el progreso.  
 
Este tipo de modelo, si bien se usa en su mayoría de casos para servicios y 
construcción de infraestructura vial, ha demostrado ser ideal para iniciativas 
culturales, tanto estatales como privadas. No obstante, la contratación debe 
                                                          
13 El Festival Internacional de Cine de Cartagena de Indias (FICCI) es el evento cinematográfico más 
antiguo de Latinoamérica. Desde su fundación, el FICCI ha acogido y celebrado el riesgo y la renovación 
de miradas en la cinematografía de Iberoamérica y el mundo, con una atención especial al desarrollo del 
cine colombiano y su divulgación internacional. 
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ser bastante rigurosa al momento de plantear el proyecto con el fin de dejar de 
lado problemas tradicionales del gasto público como la burocracia. En un 
mundo cada vez más en desarrollo de la industria cultural surgen 
oportunidades de crecimiento económico y social que incluso entidades 
multilaterales consideran importante para países en vía de desarrollo. 
 
De conformidad con lo expuesto por MinCultura (2010) en su compendio, “La 
cultura no admite ningún tipo de intervención hegemónica por parte del Estado. 
Por el contrario, sus funciones están relacionadas con el liderazgo en el diseño 
de las políticas, la asignación transparente de los dineros públicos, la 
promoción de estímulos, el apoyo a la circulación de los bienes y servicios 
culturales entre los diferentes sectores sociales y regiones, la generación de 
contextos y condiciones que fortalezcan la diversidad cultural, entre otras”, y 









Este capítulo aborda la gestión cultural desde la participación pública y privada 
por medio de una propuesta de APP. Centrándome inicialmente en las 
oportunidades que existen en los temas creativos, donde las alianzas de 
distintos sectores no solo son importantes ya que unen esfuerzos en materias 
presupuestales y fiscales, sino se unen talentos, capital humano y 
conocimiento, tanto estatal como empresarial para terminar la presentación de 
la propuesta de APP para el distrito capital que he bautizado como Ciudadela 
Cultural Platino, en el cual presentaré cómo una infraestructura completa en 
torno de la cultura puede llegar a beneficiar tanto a las entidades públicas 
como a los privados que se involucren, logrando así ofrecer a la comunidad un 
espacio no solo de conocimiento cultural sino un lugar de esparcimiento que 
le permita, de la mejor manera, disfrutar su tiempo libre en un ambiente cultural 
completo. 
 
3.1 UN ENTORNO PROPICIO PARA LAS APP Y LA GESTIÓN CULTURAL. 
 
La gestión cultural y las economías creativas se han convertido en un aliado 
clave para el desarrollo y la diversificación de los mercados de países en vía 
de desarrollo. Según la CEPAL, la segunda mitad de esta década está 
marcada por una desaceleración en la producción industrial y el comercio, 
especialmente en los países de América Latina y el Caribe. Frente a esto, 
dicha entidad ha propuesto un cambio estructural y paulatino en la base del 
motor de progreso en la región, en el cual se combinen fuerzas del Estado, el 
mercado y la sociedad civil, teniendo como eje principal las economías 




Aunado a lo anterior, la caída del crecimiento económico de la región ha 
afectado la inversión pública en los distintos países que la componen. “En la 
mayoría de Estados la falta de presupuesto suele afectar el gasto social, lo 
que incluye: las funciones de protección del medio ambiente; vivienda y 
servicios comunitarios; salud; actividades recreativas, cultura y religión; 
educación, y protección social” (CEPAL, 2017, p. 74). En este punto, es 
necesario incentivar la participación privada en proyectos de interés público, 
especialmente de índole social para sobrellevar la falta de gasto producida por 
la crisis potenciando la GC.  
 
En teoría las iniciativas privadas y su gestión tienen como objetivo el ámbito 
empresarial y los intereses particulares de un grupo de personas, mientras que 
la administración pública se mueve por el interés común de la sociedad. A 
pesar de esto, se pueden matizar estas premisas, especialmente en un sector 
emergente como el cultural. La infraestructura y los servicios requieren de la 
alianza de distintos sectores para que éstos saquen el mejor provecho de ésta. 
Una mejor estructura pública para el desarrollo de la cultura da un escenario 
ideal para la rentabilidad de las empresas privadas de dicho sector (Castells, 
2009). 
 
La CEPAL puntualiza en la colaboración que pueden generar los actores 
públicos y privados en la creación de asociaciones novedosas que respondan 
a los cambios económicos, sociales y culturales de nuestra región (CEPAL, 
2017). Como mencioné en el capítulo anterior, el formato de contratación de 
las APP ha evolucionado para ser uno de los modelos ideales para unir 
esfuerzos de dichos sectores sociales en la generación de bienes de interés 
público que van mucho más allá de la infraestructura. 
 
Por mucho tiempo, la inversión social, especialmente en el ámbito cultural 
recaía casi en su totalidad sobre las administraciones públicas, lo que dejaba 
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de lado la participación y crecimiento que tenían las empresas en el desarrollo 
creativo. Según Castells, dicha percepción, empezó a ser controvertida por 
estudios académicos que veían el potencial económico de la cultura, como un 
sector que genera empleo, desarrollo y riqueza en los territorios donde se lleva 
a cabo. “Lo que aportan éstos estudios es la evidencia de algo que se conocía 
hace tiempo de la contribución y avance de las empresas con base en gestión 
cultural y creativa” (Castells, 2009, p. 6).  
 
He expuesto que la disminución de presupuesto estatal y el creciente 
desarrollo de la industria cultural son el entorno ideal para las APP en todas 
las materias, sin embargo, considero que en lo referente a la GC son una 
necesidad. Aunque en muchos países existe una alta dependencia de la 
administración pública en algunos ámbitos de la cultura, cada vez hay más 
empresas privadas que proporcionan un crecimiento al sector y a la economía 
en general. Por tanto, estas iniciativas no solo usan el talento y el 
emprendimiento, ya que buscan bienes estatales como el patrimonio histórico, 
para generar ingresos y es claro que cada vez se necesita más inversión 
pública en el desarrollo cultural, no obstante, esto no se configura como una 
prioridad en de los gobernantes actuales.  
 
Ahora bien, como dice el inicio de este apartado, la cuestión presupuestal no 
es la única razón por la cual son necesarias las APP. En muchas ocasiones, 
cuando existe un proyecto, de la iniciativa que sea, el presupuesto se convierte 
en una de las principales dificultades a superar. Por esto, en primera medida, 
las alianzas se muestran como una forma rentable de solucionar dicha 
dificultad.  
 
Como se indicó en el primer capítulo, para los gestores culturales el tema 
presupuestal está dentro de una de las principales problemáticas para 
desarrollar ideas y este punto hace que las ideas dependan enfáticamente de 
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cuestiones económicas no solo para ser desarrolladas, sino para ser pensadas 
y tenidas en cuenta (Cardona, 2017). 
 
En el punto de la gestión y origen presupuestal para las ideas de un promotor 
de cultura existen dos casos en los que el tema económico encuentra salida: 
1) cuando la iniciativa es empresarial o parte de la sociedad civil y éstos se 
ven limitados monetariamente, los Estados tienen distintos fondos de 
promoción de cultura (por ejemplo, el fondo de desarrollo cinematográfico de 
Colombia), los cuales a través de convocatorias o proyectos de APP facilitan 
el acceso de recursos públicos para el desarrollo creativo; 2) cuando existe 
una necesidad pública y la convocatoria de esta, se busca la participación 
privada a través de APP para complementar los recursos y dar pie a un 
proyecto.  
 
Los orígenes presupuestales en una industria emergente suelen ser variados, 
pero la participación público-privada se mezcla con iniciativas emprendedoras 
y de las comunidades, para no solo unir esfuerzos monetarios sino también de 
talento y capital humano. La participación del sector privado también brinda la 
necesidad de hacer viables los proyectos para el consumo y satisfacción 
humana, ya que el ciclo empresarial se cierra con la satisfacción y el consumo 
del usuario que accede a algún bien o servicio, mientras que el público suele 
cerrarse en la ejecución (Cardona, 2017). 
 
Como resaltaba el primer capítulo, para la gestión cultural se deben tener en 
cuenta distintos factores, entre ellos son particularmente importantes los 
agentes culturales, como lo dice Martinell. Éstos actores que convergen en un 
contexto y tiempo específico se están enfrentando a cambios socioculturales 
actuales marcados por un creciente acceso a la información y una apropiación 
cada vez más global del mercado. En muchas ocasiones, los gobiernos y las 
empresas hacen parte de dichos agentes, pero en la mayoría de los casos no, 
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por esto es clave tener herramientas como las APP para incluir distintos 
actores en un proyecto creativo. 
 
Los agentes culturales al igual que la industria de la creatividad se encuentran 
en constante evolución y cambio. A su vez, las comunidades se han adaptado 
a los cambios en el mercado, y el consumo cultural en crecimiento, ha volcado 
las miradas de los Estados y las empresas como un sector clave para 
emprender. En el marco de este fenómeno, en Colombia, el Ministerio de 
Cultura desarrolló las “Herramientas para la gestión cultural en Colombia”, un 
manual que se actualiza periódicamente sobre el marco normativo y los 
consejos estatales para una mejor gestión de la cultura que respete las 
tradiciones y comunidades nacionales.  
 
En Colombia, gracias a la Constitución de 1991 y la conciencia de 
multiculturalidad que tiene el Estado, se tiene constantemente en cuenta la 
renovación conceptual de la dimensión cultural, patrimonial, las expresiones 
artísticas, las políticas públicas, la diversidad e identidades, entre otros 
aspectos de este tema. Esto frente a la gestión implica un conocimiento y un 
recorrido por muchos aspectos más allá de los contractuales que se deben 
tener en cuenta al momento de presentar una APP. La buena planeación y los 
aspectos particulares al momento de iniciar un proyecto de este tipo son la 
base de las claves para desarrollar cualquier iniciativa exitosa como ya se ha 
expuesto. 
 
Debido a la complejidad y exigencia que existe en los proyectos de gestión 
cultura, el Ministerio de Cultura de Colombia provee de un soporte para crear 
un conocimiento y un recorrido claro en los puntos conceptuales más 
importantes al momento de generar un proyecto. Éstos manuales no solo son 
una guía de normativa existente en el tema sino que incluyen aspectos teóricos 
y prácticos en materia de políticas culturales regionales a escala municipal, 
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departamental, distrital y nacional. Este manual ve como un punto importante 
para la cultura, descentralizar la gestión del Estado y promover la participación 
de agentes privados aliados con comunidades en territorio para unir objetivos 
y conocimientos en los proyectos.  
 
Dentro de los primeros elementos que considera la cartera cultural para tener 
éxito en la contratación y gestión cultural, está la promoción y participación de 
diversos sectores de la población y de distintas instituciones. Incluir diversos 
actores tiene el objetivo de abarcar los intereses del Estado, las empresas 
privadas y los de las comunidades. Al momento de planear una APP en 
materia de gestión cultural, las comunidades brindan un conocimiento y talento 
humano especial en la planeación de objetivos y necesidades. Esto permite 
tener una claridad de cuestiones económicas y sociales para generar una APP 
(Ministerio de Cultura de Colombia, 2013). 
 
En el caso empresarial, la planeación económica es uno de los temas 
perpendiculares para iniciar cualquier contrato. Alfaro, asegura que las 
empresas suelen conocer su público y las oportunidades de negocio para 
apoyar proyectos culturales. Muchas veces las políticas públicas de cultura, 
van de la mano con creación y fomento de empresas o la búsqueda de 
patrocinio. El mundo de las tecnologías de la información hace que cada vez 
más empresas emergentes vean sus oportunidades en la cultura y unan 
esfuerzos con los Estados para desarrollar éstos temas en las regiones (Alfaro, 
2015). 
 
Luego de tener en cuenta los intereses de las comunidades, el Estado y las 
empresas, que convergen en una iniciativa, se deben plantear metas claras 
para la APP. Éstos objetivos van seguidos de un plan de acción y el desarrollo 
presupuestal, como lo expuse en el capítulo dos, las propuestas de APP que 
vienen del sector privado solo pueden acceder a un 20% de financiación del 
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Estado. No obstante, “existen fondos mixtos, a los cuales pueden acceder las 
iniciativas y la inventiva es clave para aprovechar también los recursos de las 
comunidades y los territorios así como para buscar la financiación privada” 
(Ministerio de Cultura de Colombia, 2013, p. 33). 
 
Luego de la aprobación y la obtención de recursos, al momento de la ejecución 
se deben establecer mecanismos de información y comunicación de forma 
permanente, pertinente y veraz entre el Estado, el sector privado y la 
comunidad. Los procesos de retroalimentación ayudan a contrarrestar 
problemas y eventualidades que se dan durante la ejecución de un proyecto, 
además adelantan la gestión de calidad para futuras evaluaciones del contrato. 
Lo anterior debe ir seguido de la creación de mecanismos permanentes de 
control y evaluación de la iniciativa, es importante considerar constantemente 
si el camino que se toma cumple con los objetivos de los aliados del proyecto 
(Ministerio de Cultura de Colombia, 2013). 
 
Los ítems mencionados a lo largo de este aparte deben ser rigurosos para 
contrarrestar los vicios que según el Ministerio de Cultura son recurrentes en 
proyectos de gestión cultural que no tienen éxito, como lo son:  
 
 La falta de un auténtico ejercicio de la política y de la democracia, lo 
cual conduce a la politiquería, el clientelismo y la corrupción. 
 La escasa o nula madurez en procesos de concertación y 
participación comunitaria, expresada en apatía, individualismo y 
sectarismo. 
 El nulo o bajo nivel de organización y participación de la comunidad 
en los procesos que tienen que ver con su propio desarrollo. 
 La falta o el inadecuado uso de procesos y canales de información y 
comunicación. 
 La poca calidad del trabajo de quienes lideran las labores culturales 
por falta de adecuación de su perfil a las funciones que deben 
realizar. 
 El uso inadecuado de los recursos financieros que se poseen y la 
carencia de recursos suficientes. (Ministerio de Cultura de Colombia, 
2013) 
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Cabe resaltar que cuando se plantea una APP en materia cultural, la cual tiene 
su origen presupuestal en el apoyo de distintos sectores, es necesario saber 
cuándo estamos cumpliendo los objetivos de éstos. La evaluación estatal es 
constante y las veedurías por parte de las entidades regionales, así como de 
los organismos de control evolucionan con el tiempo, por esto se deben tener 
en cuenta métodos de autoevaluación para llevar de la mejor forma los 
controles estatales. 
 
Para el caso de las comunidades, los canales de información deben ser 
certeros y dinámicos, no solo se deben promover al principio del proyecto. Para 
esto, la buena adecuación de profesionales en materia social y la buena 
relación con los líderes de las comunidades, debe ser clave para impactar 
positivamente en el proyecto. Muchas veces la comunidad afectada pertenece 
a etnias, grupos protegidos o población vulnerable, al caracterizar la 
planeación se debe saber a qué grupos se afecta y que colectivos de 
creadores o personas existen y adquieren identidades no territoriales 
(Ministerio de Cultura de Colombia, 2013). 
 
Una de las iniciativas que brinda mayores alcances en la difusión de prácticas 
relacionadas con el quehacer humano, en el concepto de cultura, tiene que ver 
con la identificación y difusión de buenas prácticas. En este sentido, las 
buenas prácticas en gestión cultural “serían actuaciones o estrategias, en el 
marco de proyectos de gestión cultural, que han dado respuesta satisfactoria 
a problemáticas concretas, de forma que pueden servir como ejemplo para 
futuros gestores y otros agentes culturales (Canut, 2014). De tal manera que 
una buena práctica estaría determinada por el cumplimiento de varios 
requisitos interrelacionados con el área de la iniciativa o proyecto que la 
comprende y si ha generado una respuesta exitosa a un problema concreto.  
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De acuerdo con Canut (2014), existen algunos requisitos mínimos a los cuales 
una buena práctica debe responder:  
 
- Innovación: estrategias nuevas y creativas de solución a problemas 
comunes. 
- Efectividad: elevado nivel de éxito, bien en los resultados y/o bien en 
los procedimientos, para la solución de los problemas a los que va 
dirigida. 
- Ejemplaridad: un modelo susceptible de ser imitado y que pueda servir 
como herramienta de capacitación. Debe tener un efecto multiplicador. 
- Transferibilidad: Aplicable a otros contextos. 
 
Ahora bien, en el tema empresarial, lo que se nombra “monetizar” un proyecto 
cultural es uno de los principales objetivos del sector privado para la inversión 
en cultura. Alfaro (2015) asegura que “debe haber un equilibrio entre el intento 
de generar ganancias a partir de la cultura y la preservación y respeto por la 
misma. En la mayoría de las ocasiones la cultura atrae usuarios pero éstos no 
tienen el mismo respeto por los entornos y las tradiciones que tienen las 
comunidades. Pese a esto también hay que definir bien la audiencia de nuestro 
proyecto, así como los beneficiados” (Alfaro, 2015). 
 
3.2 CIUDADELA CULTURAL PLATINO. UNA PROPUESTA DE APP PARA 
LA GESTIÓN CULTURAL EN BOGOTÁ. 
 
Si bien en la ciudad de Bogotá, la Secretaría General mediante las Alcaldías 
Locales, la Secretaría Distrital de Cultura, Recreación y Deporte a través de 
las entidades adscritas como el Instituto Distrital de las Artes (IDARTES), y 
otros sectores como el Instituto Distrital para la Protección de la Niñez y la 
Juventud (IDIPRON), promueven iniciativas y convocatorias constantemente 
para el aprovechamiento cultural y búsqueda de actividades para los 
ciudadanos, también lo es que terminan siendo encaminados para grupos 
específicos y por pertenecer a políticas pequeñas la gestión cultural que 
permanezca se ve sesgada y a la fecha no se ha logrado un proyecto que 
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pueda verdaderamente trascender tanto que haga destacar al distrito a nivel 
cultural como los citados anteriormente.  
 
En el marco de dichas iniciativas, se debe resaltar que existe una alta 
población en habitabilidad en calles, que, con una gestión cultural integral, 
puede beneficiarse si se presenta la APP como una herramienta importante 
para la educación, apropiación del territorio y una oportunidad de inserción a 
la vida laboral y todo lo que ella conlleva. 
 
Es por esto que, propongo una APP mediante la cual se permita, no solo la 
inversión del capital privado para la producción de proyectos culturales, sino 
que pueda generar conocimiento de las experiencias vividas por las personas 
que hacen parte de los procesos ofrecidos por el Distrito, los ciudadanos que 
la frecuenten y otras entidades, y brinde una infraestructura física para que 
respalde y fomente la gestión cultural.  
 
En ese orden de ideas se tiene que el platino, como elemento químico, es 
precioso, pesado, maleable, dúctil y resistente a la corrosión. Todas las 
anteriores características que se pueden transpolar a las características que 
considero deben estar presentes en la cultura. Por eso, propongo una APP 
que mediante una infraestructura tangible e intangible, logre involucrar al 
privado con su capital y conocimiento para la materialización de una 
infraestructura multidimensional que con creación colectiva y coordinada con 
el Distrito permita el fomento cultural en los varios aspectos. Para lo cual 
describo de manera general el componente tangible e intangible de cado uno 
de ellos, así:  
  
1. Educación y formación cultural. 
En este aspecto la Ciudadela Cultural Platino estaría conformada por un 
edificio destinado para la educación. Dotado de aulas completas que cuenten 
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con una tecnología de punta con la que se pueda brindar capacitación en 
aspectos que fortalezcan la cultura, como lo son:  
 
 La danzas. 
 La música. 
 Las artes plásticas. 
 La enseñanza de idiomas indígenas. 
 La gastronomía autóctona  
 La producción audiovisual. 
 La historia.  
 
Dicha Infraestructura encaminada a la educación, debe estar habilitada para 
que se pueda adquirir el conocimiento de calidad, y la posterior presentación 
y promociones de las producciones que se lleven a cabo, idea que se 
desarrollará más adelante. 
 
En cuanto a la retribución para el privado en este aspecto sería el cobro por 
los distintos cursos brindados, así como la realización de convenios entre las 
distintas entidades distritales para que con los presupuestos locales y 
sectoriales se pueda brindar subsidios de estudios a los habitantes en 
condiciones no aptas para el pago completo del canon establecido para cada 
curso.  
 
Aunado a lo anterior, también se permitiría el alquiler de las excelentes aulas 
con las que contaría para generar ingresos adicionales, garantizando entradas 
permanentes por la operación del edificio de capacitación.  
 
Este edificio dentro de su infraestructura dotacional contaría con la tecnología 
necesaria para la producción de todo elemento cultural a cargo del operador. 
Por tanto, tendría:  
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1- Estudio de grabación audiovisual  
2- Estudio de grabación de audio para la producción y grabación 
musical y programas radiales y podcast. 
3- Salones destinados a la producción de artes plásticas.  
4- Almacén de alquiler de instrumentos musicales y elementos que 
fortalezcan la producción artística.  
5- Tienda destinada para la venta de elementos necesarios para el 
desarrollo de las clases y producción de las obras culturales. 
 
Como indiqué en capítulos anteriores, las APP deben estar estructuradas de 
tal manera que las partes aporten su conocimiento según sus capacidades y 
competencia. Por tanto, el riesgo de una poca concurrencia de alumnos o baja 
frecuencia en el alquiler de los espacios debe ser asumida por el privado, el 
cual cuenta con mayor conocimiento y práctica en temas de promoción, 
comercialización y venta del producto.  
 
2. Exposición cultural. 
Para dicha exposición, la Ciudadela Cultural Platino contaría con un teatro 
acústicamente adecuado y dotado para la exposición de distintos eventos 
culturales incluidos los de las distintas artes objeto de las clases que se 
brindan. Adicionalmente a la exposición de eventos culturales internacionales 
por los que se cobraría por el ingreso generando retribución y beneficio 
económico para el privado.  
 
Este complejo de exposición cultural contaría con un museo para la exposición 
permanente de todo tipo de elementos culturales colombianos. Aunado, en 
dicho espacio se podría vincular salones de alquiler para exposiciones 
privadas, logrando una retribución adicional. 
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Este museo se completaría con salas interactivas que ofrecería a la población 
estudiantil un ambiente propicio para que interacción digital activa y de punta 
adquieran conocimiento de la variedad cultural colombiana. Fomentando con 
lo anterior, el interés temprano por los distintos aspectos de la cultura en esta 
población, resaltando.  
 
El museo en comento, contaría con una tienda en la que los visitantes puedan 
adquirir distintos elementos de promoción de la cultura colombiana y 
suvenires, especialmente los producidos por los alumnos destacados en los 
procesos de enseñanza que se suministran. Así como destacarse por contar 
con una galería para la compra de arte de lujo, garantizando su calidad y 
brindando al comprador un servicio ofrecido por las personas de proyectos de 
reinserción a la vida social ofrecidos tanto por el Distrito en sus programas de 
habitabilidad en calle o Nacional para todos aquellos que después del conflicto 
desean una vida de servicio a la cultura.  
 
Este edificio de exposición cultural también estaría compuesto por salas de 
proyección audiovisual, en las cuales aparte de la proyección de los distintos 
cortometrajes que se producirían por los alumnos, se presente 
permanentemente producciones dirigidas, actuadas, o escritas por 
colombianos o que culturalmente aporten a la finalidad del proyecto de APP y 
su concepto como espacio de desarrollo cultural.  
 
Cabe resaltar que para el acceso, uso y disfrute de los distintos escenarios de 
exposición ofrecidas por el complejo de exposición, se cobraría una tarifa 
acordada. La cual se establecía  
 
En lo referente a los riesgos previsibles de este complejo de exposición 
artística, el gobierno gestionaría y garantizaría los elementos culturales que 
hacen parte del patrimonio para que con los mismo se logre el material cultural 
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objeto de exposición en el museo, logrando así mismo la rotación de las piezas 
de arte expuestas en los distintos museos existentes y el privado estaría 
encargado de traer exposiciones extranjeras, y la promoción del mismo.  
 
3. Centros de esparcimiento y diversión cultural. 
Al respecto la ciudadela estaría dotada con espacios amplios y amenos en los 
que el desarrollo de la cultura estén encaminados al respeto del medio 
ambiente que moldea la cultura de un pueblo.  
 
Así mismo, se complementaría todo el complejo con un centro gastronómico 
en el cual se explore la comida como un elemento maleable y precioso de 
cultura. Dicho centro contaría con una plazoleta de comidas autóctonas 
colombianas en las que el comensal pueda gozar de la amplia variedad 
gastronómica con la que contamos en Colombia. 
 
Sin embargo, la estrella de la plazoleta de comidas sería un restaurante en el 
que se integren las distintas artes objeto de capacitación del proyecto. 
Ofreciendo un lugar propicio para el goce de un buen plato mientras se es 
atendido por jóvenes pertenecientes a los distintos procesos de reinserción 
con los que cuenta el Distrito, quienes siendo capacitados en atención al 
público y cocina en el centro de educación propio, estarían a cargo de brindarle 
a los visitantes una experiencia de enriquecimiento cultural frente a los platos 
expuestos y preparados por ellos mismos. 
 
En el restaurante estrella de la plazoleta, se tendría exposiciones rotantes de 
obras artísticas y musicales que permita la presentación tanto de nuevos 
estilos que mezclan lo contemporáneo con las ricas raíces con las que 




En este complejo también se brindaría espacio para una plaza de mercado 
que permita la adquisición de productos orgánicos producidos por campesinos 
de las zonas aledañas a la ciudad, quienes estarían capacitados para dar 
explicación del bagaje cultural propio colombiano que enmarca la agricultura. 
 
En el marco de todo lo anterior, resalto que cada uno de los complejos que 
hacen parte de la Ciudadela Cultural Platino estarían pensados con espacios 
que permitan experiencias cognitivas a partir de lugares armónicos y al aire 
libre que en un entorno interactivo y sostenible, promuevan y garanticen el 
derecho fundamental a la participación en la cultura de los habitantes del 
Distrito Capital, ciudadanos colombianos así como de los turistas. Todo lo 
anterior, brindando oportunidades de empleo y todo lo que ello conlleva tanto 
para le economía como para el bienestar de los habitantes del Distrito Capital.  
 
Para lograr la consecución del complejo en desarrollo del contrato, se pactaría 
con un plazo de ejecución de 20 años y para ello el concesionario haría 
inversiones directas e indirectas durante la etapa de construcción por los 
valores determinados según la necesidad financiera.  
 
Las inversiones de capital por parte podrían plantearse para ser financiadas 
en un ciento por ciento (100%) con recursos privados, en un 50% a través de 
recursos de patrimonio del concesionario (equity) y en un 50% con recursos 
de deuda14 estableciendo claramente los plazos para que se generen todos 
los aportes.  
 
En línea con lo indicado anteriormente, la retribución provendría de la 
administración y explotación económica de los bienes entregados en 
concesión, a través del recaudo de ingresos por concepto de:  
 
                                                          
14 i) préstamos bancarios; (ii) emisión de titulas en el mercado de capitales; (iii) recursos de fondos de 
capital privado; (iv) otras formas de financiación, incluyendo créditos de proveedores o patrocinadores; 
o (v) la combinación de las anteriores modalidades. 
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 Derechos de uso  
 Derechos por patrocinio 
 Ingresos por explotación comercial 
 Otros ingresos que pueda generar el proyecto, los cuales 
establecerá a su discreción, siempre y cuando los precios 
respeten las condiciones del mercado y se encuentren 
enmarcadas como actividades para la GC. 
 
Como contraprestación a favor del Distrito, utilizando la formula usada en la 
APP IDRD-APP-IP-001-2015 – Movistar Arena-, se propone una suma de 
dinero equivalente al dos por ciento (2,0%) de los ingresos monetarios o no 
monetarios brutos del concesionario, provenientes del recaudo de derechos 
de uso, los derechos por patrocinio, y los ingresos por explotación comercial. 
 
Respecto de los riesgos, tomando distintas APP se propone los siguientes que 



















Demoras en la 
disponibilidad de predios 
derivados de las 
actividades de gestión 
predial 
X  
Dada la magnitud del proyecto sería 
necesario la adquisición de los predios 
en los cuales se construiría la ciudadela 
cultural. Por tanto, el riesgo sería 
























Demoras en la obtención 
de las licencias y/o 
permisos 
 X Demora en aprobaciones y/o 
revisiones de las autoridades 







TIPO DE RIESGO 
ASIGNACIÓN 
OBSERVACIONES PÚBLICO PRIVADO 
Obras no previstas 
requeridas por 
autoridades ambientales 
posteriores a expedición 
de licencias o permisos.  
 X urbanismo y licencia de construcción 
que se tramitarán ante la Curaduría, 
permisos de obra y licencia de 
intervención de uso de espacio público. 








interferencia de redes 
 X Dadas las complejidades existentes 
para el pleno conocimiento de las 
redes, y pese al trabajo que se viene 
desarrollando en IDECA, existe la 
posibilidad de encontrar redes no 
reportadas que interfieran con la 







Sobrecostos en diseños 




El proyecto se ha propuesto mediante 
el mecanismo de asociación público 
privada, acotado a las necesidades de 
los servicios a prestar. No se prevén 
cambios en los diseños por solicitud de 
concedente con posterioridad a la 
aprobación de la factibilidad. En caso 
tal de que ello se materializara, estarían 
a cargo del público sin que ello implique 














de mayor cantidad de 
obras  
 X Demora en la ejecución de actividades, 
Insuficiencia de mano de obra 
calificada o de profesionales 
especializado, atrasos en la 
programación establecida, 
demoras en la ejecución de obras por 
precipitaciones durante la temporada 
invernal, asentamientos, Demoras en 
la importación, alquiler y/o fabricación 
de 
equipos para el desarrollo de la 
construcción. Los riesgos antes 
indicados están a cargo del privado, 
quien contratará empresas de 
ingeniería y construcción con 
demostrada experiencia en el 
desarrollo de este tipo de proyectos y 
que cuenta con la capacidad de gestión 
y control de los riesgos constructivos. 
Variación de precios de 

























 Mayores cantidades de 
obra para actividades 
de operación y 
mantenimiento  
 X Éstos riesgo incluyen mayores costos 
de operación y de personal a los 
inicialmente previstos, demoras en la 
importación o fabricación de equipos 







TIPO DE RIESGO 
ASIGNACIÓN 
OBSERVACIONES PÚBLICO PRIVADO 
Variación de precios de 
los insumos para 
actividades de operación 
y mantenimiento  
  operación, y que adicionalmente puede 
generar cambio en los valores 
inicialmente estimados. Los riesgos 
antes indicados deberán estar cargo 
del privado, quien deberá demostrar en 
el proceso de selección que cuenta con 
la experiencia en el desarrollo de este 
tipo de proyectos y cuenta con la 











Riesgo de demanda, no 
lograr la concurrencia en 
las visitas según lo 
estimado  
 X Este riesgo incluye el no lograr las 
metas establecidas para la etapa de 
operación, entre otras razones por la 
competencia por la construcción / 
habilitación de nuevos escenarios 
similares, menores 
ingresos por gran patrocinio y demás 
patrocinadores, o falta de concurrencia 
a los eventos programados e 








Riesgo de liquidez en 
general 
 X Se entiende riesgo de liquidez general 
como la capacidad que tiene el 
proyecto de atraer liquidez y financiar 
sus compromisos de ejecución. Con 
base a las 
previsiones macroecónomicas, no se 
prevén escenarios que pudiesen 
afectar la economía ni el recaudo, así 
como se prevén unas formas de 
financiación y obtención de recursos 











No obtención del cierre 
financiero  
 X La estructura que plantee en el tema 
financiero deberá permitir proveer los 
riesgos que se encuentran acotados 
por lo que alteraciones en condiciones 
de financiación y pueden tener una 
probabilidad media-alta de ocurrencia. 
Aunque el impacto contractual podría 
ser alto, de materializarse este riesgo, 
los accionistas de la originadora 
tendrían que realizar aportes de capital 
o de deuda subordinada.  
 
Ahora bien, cuando se tiene una iniciativa para usar los recursos públicos o 
fomentar una APP, distintas entidades plantean una serie de pasos para 
empezar a dar forma a un proyecto. Siguiendo el Manual de alianzas público 
– privadas para el Distrito Capital, el cual propone un esquema base para 
iniciar una APP y recibir el acompañamiento de las entidades, presentaré los 
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componentes de APP para la construcción, operación y mantenimiento de la 
Ciudadela Platino: 
 
Tabla 2. Esquema inicial de gestión cultural a través de una APP.  
Justificación Breve  
La Alcaldía de Bogotá ha invertido una serie de 
recursos para garantizar el desarrollo del derecho a la 
cultural de sus habitantes. Para ello, en cada plan de 
desarrollo tanto distrital como local se establecen 
líneas de inversión que garanticen la destinación de 
recursos para ello. Sin embargo, los porcentajes 
destinados no permiten un desarrollo trascendental 
que permita una adecuada gestión cultural 
encaminada a la preservación y adquisición continua 
de conocimiento cultural.  
En línea con lo anterior, la Alcaldía Mayor se ha visto 
enfrentada a retos nuevos en aspectos como la 
rehabilitación de habitantes de calle luego de la 
intervención de la olla del Bronx en mayo de 2016. Esto 
ha generado nuevas zonas y actores a los que se les 
debe brindar espacios y oportunidades nuevas, que 
con capacitación les brinde nuevas oportunidades a 
partir de la adquisición de conocimiento en ámbitos con 
los que puedan acceder a ingresos.  
Es en este marco que una infraestructura organizada, 
de calidad y adecuada, permitiría garantizar una 
gestión cultural integral en la que confluyan recursos 
públicos y privados para responder con la necesidad 
de desarrollo del derecho a la participación en la vida 
cultural como mandato constitucional. 
 
Marco normativo:  
Todas las leyes presentadas a lo largo del presente trabajo.  
Socios: Ya que es necesario tener más de un socio, los ideales para un 
proyecto de este tipo son:  
Público:  
 Alcaldía Mayor de Bogotá.  
 Alcaldías Locales. 




Todas las empresas privadas nacionales o internacionales 
interesadas en el proyecto.  
Capacidad:  
Para el desarrollo correcto de la APP propuesta se necesitaría un 
terreno amplio que admita la construcción de un complejo de 
edificios, resistentes y dotados con tecnología de punta y 
sostenible, los cuales deben estar integrados entre sí por espacios 
al aire libre. 
98 
Asimismo, el socio privado debe ofrecer el respaldo financiero y su 
conocimiento, tanto en la construcción de infraestructura similar 
como en la operación de sistemas de gestión y promoción cultural 
asumiendo los riesgos asociados en la materia.  
Beneficios:  
 Económicos para el privado:  
Todos aquellos provenientes de la operación y explotación de las 
infraestructura de :  
1. Educación y formación cultural. 
2. Exposición cultural. 
3. Centros de esparcimiento y diversión cultural. 
Inyección de recursos públicos que apalancarían el proyecto. 
Exención de impuesto en los que la normatividad establecidos 
para proyectos de gestión cultural. 
 
 No económicos para el privado: 
Participación activa en un proyecto de trascendencia cultural.  
Oportunidad de generar reconocimiento de marca por los distintos 
usuarios. 
Retribución social.  
 
  Económicos para la administración pública:  
Aseguramiento de recursos de un terceros, no disponibles para la 
administración o que su inversión implicaría el no desarrollo de 
otros proyectos. 
La adquisición de una infraestructura completa y apta para la 
explotación.  
 No económicos para la administración pública:  
Apoyo en procesos de reinserción social. 
Colaboración en el cumplimiento de sus fines en cuanto a lo 
referente al derecho fundamental de garantizar el acceso a la 
participación  
Gestión cultural adecuada a cargo de un tercero por un periodo 
mínimo de 20 años.  
Colaboración público-privada 
Monetización de recursos 
Participación:  
Las entidades distritales ya mencionadas brindarán el máximo 








Como se ha visto al inicio del presente trabajo, en el caso colombiano, la Ley 
74 de 1968 abrió las puertas para que la cultura tomara un papel más 
preponderante para el gobierno y, por ende, una opción para que los 
colombianos exigiésemos el reconocimiento de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Desde ese punto de partida, la Ley 397 de 1997 –Ley 
General de Cultura–, ha establecido los modos como podría darse 
cumplimiento a los requerimientos del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y a las demandas que tiene la población 
colombiana en materia cultural. 
 
Bajo esta premisa y en concordancia con la Ley General de Cultura, se han 
establecido disposiciones para la formulación de un Plan Nacional de Cultura 
que logró materializarse como Política Pública creada con el fin de generar 
reconocimiento y conocimiento e incentivar las acciones a lo largo del país en 
el campo cultural.  
 
De esta manera, la Gestión Cultural incursiona como una joven disciplina y un 
modelo de administración de actividades y servicios materiales e inmateriales, 
adoptando para su desarrollo metodologías que otras áreas le han aportado. 
Este crecimiento despliega tanto el conocimiento como las acciones 
necesarias para que Colombia cuente con actores culturales y el respaldo que 
ellos deben tener.  
 
Para hacer posible esta organización, son necesarios aspectos tales como la 
promoción e innovación del saber y su aplicación, la conducción de diferentes 
asuntos y la identificación de buenas prácticas para la gestión del 
conocimiento. Al respecto, fue presentada la experiencia de la Corporación 
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Parque Arví, pues ha logrado promover el cuidado y aprovechamiento del 
territorio de una manera auto sostenible con el medio ambiente y con las 
comunidades que lo habitan; integrando temas como medio ambiente, 
patrimonio cultural y arqueológico, turismo sostenible y preservación cultural, 
mediante el apoyo de instituciones públicas y privadas. 
 
Las asociaciones público privadas han contribuido en la participación y la 
integración de proyectos dirigidos a la promoción del desarrollo, principalmente 
en sectores como la infraestructura y, ahora, la ley nos brinda una herramienta 
contractual para materializar y reglar la relación entre lo público y lo privado de 
manera más concreta y permitiendo que con relaciones armónicas pero 
regladas se gestionen proyectos de impacto social.  
 
Es por esto que considero que las APP son un modelo atractivo y útil que se 
ha estado aplicando en otras áreas como la infraestructura vial, pero se ha 
dejado un poco aislado para otras, como lo son la educación, la salud y la 
sostenibilidad medioambiental y cultural, y es ahí en donde las propuestas de 
este tipo de alianzas deben crecer y fomentarse como respuesta a retos 
sociales que Colombia enfrenta hoy, en especial en materia cultural, dada las 
dificultades del Estado por atender y garantizar servicios a sus ciudadanos.  
 
Algunas de las teorías que estudian este tipo de propuestas, consideran que 
hay mayores motivaciones económicas por parte de los privados en la 
prestación de los servicios. No obstante, Colombia ha demostrado ser un 
estado en el cual la inversión privada en el sector público es positiva, y el 
gobierno se encuentra en la búsqueda del aprovechamiento efectivo del 
aspecto económico, conocimientos y experiencia que el privado ha 
desarrollado; lo que permite viabilizar una administración de recursos de 
manera eficaz para todos los actores y beneficiarios de la infraestructura y 
servicios que las APP aportan.  
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Para el caso colombiano, fue el CONPES 3615 de 2009, el cual delimitó la 
relación pública- privada para la materialización de bienes públicos y de los 
aspectos relacionados a largo plazo. Con él se presentan modalidades de APP 
de operación y administración, para garantizar que el sector público mantenga 
el dominio de la instalación, mientras la administración del bien y sus servicios 
conexos depende exclusivamente del sector privado, generando rendimiento 
para las partes. 
 
En ese mismo sentido, pero en cuanto al diseño y la construcción donde el 
socio privado concreta la propuesta para una entidad pública que lo requiera, 
abre las puertas al trabajo cultural mediante la modalidad de APP. Sin perder 
de vista que para ello se debe definir si es conveniente (clasificación de 
proyectos y rentabilidad económica y social) para posteriormente materializar 
en un contrato estatal la alianza.  
 
En ese sentido fue realizada la presentación de experiencias de gestión 
cultural en el primer capítulo, y en la segunda parte del documento se expuso 
la estructura de las APP, resaltando como ejemplo la realizada por el Distrito 
Capital y las que la Alcaldía de Medellín pretende desarrollar.  
 
En Colombia, se ha promovido la inversión privada en un primer momento con 
entidades que trabajaban en el sector de hidrocarburos y minería, pero 
posteriormente la Ley 1508 de 2012 empezó a reglar la materia estableciendo 
dos tipos de APP. El primero, hace referencia proyectos de iniciativa pública y 
el segundo a aquellos que su iniciativa nace de un privado y cuyo proyecto 
puede requerir o no desembolso de recursos públicos. No obstante esta 
distinción, los proyectos se encuentran estructurados a partir de iniciativas 
donde las entidades gubernamentales hacen parte integral y fundamental del 
mismo.  
102 
Así las cosas, de acuerdo con el Departamento Nacional de Planeación, el 
tema de responsabilidad complementaria se ha convertido en la base para 
promover las iniciativas de APP bajo la premisa de que el sector púbico provee 
un servicio de interés general y el sector privado obtiene una retribución por la 
prestación de todos los servicios relacionados al proyecto, desde temas de 
planeación, pasando por la ejecución de infraestructura, operación y 
mantenimiento. 
 
Lo anterior nos permite concluir que la vinculación del sector privado a 
iniciativas que se han considerado a lo largo de la historia como de carácter 
público, favorecen la ampliación de los servicios y la atención que los 
ciudadanos requieren en medio del escenario social.  
 
Si bien es cierto la gestión cultural requiere condiciones distintas frente a la 
articulación de entidades que la promueven, también lo es que la posibilidad 
de generación de políticas que permita la creación de oportunidades de 
inversión deben engendrarse con urgencia y aprovechar sectores nuevos que 
están dispuestos a aportar en actividades culturales.  
 
Es en este contexto que se presenta, un modelo de APP para la gestión 
cultural, especialmente creado para responder a las características de una 
ciudad, que al igual que el país en el que se encuentra, goza de un tejido 
culturalmente diverso que se enriquece constantemente con el legado de cada 
generación, pero que necesita de la colaboración de distintos actores para su 
preservación y que pueda avanzar de la mano con un sector privado que busca 
una monetización.  
 
La propuesta de una construcción para la infraestructura física netamente 
encaminada al fortalecimiento cultural permite de manera tangible el avance 
en la materia de la mano con los intereses del privado, pero sin pisotear el 
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interés cultural, sino, por el contrario, fortaleciéndolo. Por tanto, en el ambiente 
nuevo en el que el privado se ha interesado por ampliar la participación en 
proyectos públicos, se debe aprovechar su conocimiento y capital, que en la 
mayoría de casos le hace falta a las entidades públicas, para que con un 
trabajo mancomunado se pueda avanzar y brindar progreso sostenible y 
cultural a la sociedad.  
 
Sin duda, proyectos como el expuesto para la construcción, operación y 
mantenimiento de la Ciudadela Cultural Platino necesitan de un desarrollo 
superior para garantizar que a lo largo del proyecto se continuará con la 
rentabilidad del mismo sin desligarse de su finalidad como proyecto de gestión 
cultural. No obstante este reto, considero si no nos enfrentamos al cambio, si 
no nos atrevemos a las propuestas riesgosas, creativas y con componente 
cultural, no podemos generar progreso, pues de las experiencias que 
configuran retos se obtienen conocimiento que se pueden materializar por el 
Estado en beneficios para su pueblo.  
 
Colombia, rica en diversidad cultural, debe trabajar en brindar oportunidades 
a los nuevos actores pacíficos que se han integrado últimamente, dados los 
cambios posteriores al acuerdo de paz; y es en esta arista en la que una 
Ciudadela Cultural ofrece espacios de expresión, capacitación, trabajo, 
esparcimiento, crecimiento y conservación de nuestra cultura. Qué mejor 
manera de poder preservar nuestra cultura que garantizando a las 
generaciones futuras centros de conocimiento de su historia en un mundo en 
el que la globalización pretende estandarizar. 
 
Sin duda esto generará retos interesantes y posiblemente modificaciones 
legislativas que estén encaminadas a beneficios al privado, aparte de los ya 
ofrecidos, como oportunidad de negocio a través de las APP, como mejores 
incentivos tributarios por la vinculación de un personal de trabajo en 
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